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I. INTRODUCCIÓN 
 

l cuestionamiento de la existencia de una democracia real ha es-
tado presente a lo largo del siglo XIX y de casi todo el siglo XX; 
hasta recientemente se empezó a aceptar el inicio de una auténti-

ca transición a la democracia, cuyo proceso, se dice, empezó en 1977 y 
continua hasta la fecha. ¿Qué factores, procesos y realidades permiten 
afirmar que México vive hoy en una transición hacia un verdadero ré-
gimen democrático? ¿Qué decisiones políticas, instrumentales y de 
procedimiento, han dado al sistema electoral mexicano, una dimensión 
y calidad democrática a sus procesos de elección e integración de sus 
órganos de representación? 

A esas preguntas, pretendemos explorar una respuesta, con base en 
el análisis de  una vertiente: la de la justicia electoral, por considerar 
que la inoperancia y falta de efectividad de principios como los de lega-
lidad, equidad, imparcialidad y transparencia entre otros, por parte de 
los órganos encargados de organizar y resolver los conflictos electora-
les, restó en el pasado, legitimidad a los procesos y resultados eleccio-
narios y desconfianza por parte de la población. 

En esta perspectiva, nos hemos propuesto para este análisis, apuntar 
algunos elementos que, dentro del marco de evolución del fenómeno 
de democratización mexicana, han dado a la nueva institucionalidad de 
justicia electoral, la importancia y responsabilidad de erigirse en el ga-
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rante de la constitucionalidad y legalidad de los procesos electorales, en 
el objetivo superior de normalizar la vida democrática en México. 
 
 

II. MARCO DE REFERENCIA CONCEPTUAL 
 
Para una mejor comprensión y claridad del contenido y alcances del 
denominado fenómeno de democratización mexicana de estos últimos 
años —del cual se han ocupado numerosos análisis—, conviene pre-
viamente formular algunas precisiones conceptuales sobre los términos 
o ideas de “democracia”, “transición democrática” y “democracia de 
calidad”, de los cuales partiremos en nuestro análisis sobre el papel y 
peso que, en ese proceso en México, han tenido los órganos jurisdic-
cionales de justicia electoral. 
 
 
1. Concepto de Democracia 
 
Giovanni Sartori,1 apunta que “El vocablo demokratia fue acuñado en 
el siglo V a.C., y desde entonces hasta hace aproximadamente un siglo 
ha sido un concepto político.  Democracia, literalmente, quiere decir 
‘poder del pueblo’, que el poder pertenece al pueblo, es decir, demo-
cracia significaba democracia política”. 

Sin embargo, en la década de los 80’ —antes de iniciar una segunda 
obra sobre el tema de la Democracia— Sartori,2 formula los interrogan-
tes siguientes: ¿ha cambiado tanto la teorización en torno a la democra-
cia?, ¿en qué medida la teoría actual de la democracia está relacionada 
con la de los años 1950?, ¿existe aún una teoría central de la democra-
cia?, y la respuesta es que ¡No!, y la razón, responde Sartori, es que uno 
cambia en respuesta a los cambios, entre los que destaca: la transfor-

                                            
1 SARTORI, Giovanni, Teoría de la Democracia, Madrid, Alianza, 1989, tomo II, p. 
28. También sobre este punto, BOBBIO, Norberto, Teoría General de la Política, Ma-
drid, Trotta 2003, pp. 452-453, expresa coincidentemente en relación con las razones 
de un cambio en la concepción de la democracia, que “los principios iniciales del 
gobierno democrático se han ido extendiendo progresivamente y de un modo irrever-
sible, al menos en dos direcciones: a) en la atribución de derechos políticos; b) en el 
ámbito de su aplicación; el proceso histórico de la democracia se ha completado con 
el paso de la democracia en las ciudades a la de los grandes Estados territoriales, y 
ahora, a partir del final de la Segunda Guerra Mundial, con los primeros intentos de 
democracia internacional.”  
2 Ibidem, pp. 11-12. 
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mación en el vocabulario político, en el léxico de la teoría política, de-
rivado de nuevos enfoques o formas de pensar e interpretar las pala-
bras, para construir nuevas teorías; otro cambio, tiene relación con el 
influjo del marxismo; y un tercer cambio, lo fue la revolución conduc-
tista (1960), y que la teoría de la democracia se estaba convirtiendo en 
gran medida en empírica. 

Sin duda, la intensidad —cuantitativa y cualitativa—, la velocidad y 
dinámica en la evolución social y política de las sociedades ha tornado 
la reflexión sobre la democracia, confusa, imprecisa y difusa, al no dis-
tinguirse con claridad en el debate contemporáneo, como lo apunta 
Norberto Bobbio, “la divergencia entre lo que un gobierno democrático 
debería ser y lo que es, entre el ideal democrático y la democracia real 
o realizada[…] y demuestra también hasta qué punto es erróneo hablar 
de democracia en general: existen en el mundo democracias muy dife-
rentes entre sí, que pueden distinguirse según el distinto grado de 
aproximación al modelo ideal (a los valores últimos).”3 

De ahí que, la única manera de entenderse cuando se habla de demo-
cracia, en cuanto contrapuesta a todas las formas de gobierno autocráti-
co, es considerarla no como una meta, sino como una vía, una idea y un 
método para aproximarnos a ese ideal límite, —que es por sí mismo, 
por definición, inalcanzable— y para ello, dice Norberto Bobbio, lo con-
veniente es ponernos de acuerdo en una definición mínima —realista— 
de democracia, de la cual partir en el análisis, y a la que se denomina 
concepción procedimental de la democracia, en la que “[…] pone el 
acento en las así llamadas reglas del juego, al conjunto de reglas que 
deben servir para tomar decisiones colectivas, las decisiones que intere-
sen a toda la colectividad con el máximo de consenso y el mínimo de 
violencia.”4 

Esta concepción procedimental, asumida y aceptada como forma 
democrática de gobierno o de gobernar es un camino de respuesta a las 
clásicas preguntas: ¿quién gobierna o quién debe decidir? y ¿cómo go-
bierna o cómo debe hacerlo? 

Las respuestas a estas cuestiones las sustenta Bobbio, en primer tér-
mino, en una serie de valores o “grandes luchas ideales”, que produje-
                                            
3 BOBBIO, N., Teoría General de la Política, Madrid, Trotta, 2003, pp. 454-455. 
También Sartori, Giovanni, op. cit., p. 14, explica que la teoría clásica de la democracia 
no estableció de forma sistemática una diferenciación  entre el sistema ideal y la reali-
dad, entre valores y hechos, pues hasta los años cuarenta no había una división entre la 
teoría normativa (ideales y valores de la democracia) y la empírica de la democracia 
(aplicada a los hechos para conocer cómo funcionan y qué son en realidad éstas). 
4 BOBBIO, N., op. cit., p. 459. 
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ron un conjunto de “reglas procesales” definidas también como “uni-
versales procedímentales”, consustánciales a los sistemas democráticos 
y que son, precisamente indicadores que no sólo permiten distinguirlos 
de otras formas de gobierno, sino también medir el nivel de aproxima-
ción a ese ideal democrático. 

Como valores o ideales democráticos, Bobbio5 señala: el de la tole-
rancia; el ideal de la no violencia (deshacerse de los gobernantes sin 
violencia y sangre); el ideal de la renovación gradual de la sociedad, 
mediante el libre debate de las ideas y el cambio de mentalidad y la 
manera de vivir (revoluciones silenciosas); y por último, el ideal de la 
fraternidad. 

A su vez, las reglas procedímentales derivadas de esos ideales, de 
acuerdo con el autor, se pueden reducir a los principios esenciales si-
guientes: 
 

1. Todos los ciudadanos que hayan alcanzado la mayoría de edad, 
sin distinción de raza, religión, condición económica y sexo, deben 
disfrutar de los derechos políticos, es decir, cada uno debe disfrutar del 
derecho de expresar la propia opinión y de elegir a quien la exprese 
por él; 

2. El voto de todos los ciudadanos debe tener el mismo peso; 
3. Todos los que disfrutan de los derechos políticos deben ser libres 

para poder votar según la propia opinión, formada lo más libremente 
posible, en una competición libre entre grupos políticos organizados, en 
concurrencia entre ellos; 

4. Deben ser libres también en el sentido de que deben ser puestos 
en la condición de elegir entre soluciones diversas, es decir, entre parti-
dos que tengan programas diversos y alternativas; 

5. Tanto para las elecciones como para las decisiones colectivas, de-
be valer la regla de la mayoría numérica, en el sentido de que se consi-
dere electa o se considere válida la decisión que obtenga el mayor nú-
mero de votos; y 

6. Ninguna decisión tomada por mayoría debe limitar los derechos 
de la minoría, particularmente el derecho de convertirse a su vez en 
mayoría, en igualdad de condiciones.6  
 

Cabe destacar que en el debate contemporáneo acerca de la demo-
cracia, en torno a esta conceptualización a partir de las reglas que con-
                                            
5 BOBBIO, N., El Futuro de la Democracia, México, FCE, 2004, p. 47. 
6 BOBBIO, N., op. cit., p. 460. 
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forman las “universales procedímentales”, se encuentran figuras mayo-
res del pensamiento político, filosófico y jurídico, de los cuales, por su 
precisión y complementación a la definición de Bobbio, que seguimos, 
sólo apuntaremos brevemente, la propuesta de Hans Kelsen, para quien 
la democracia se distingue de las otras formas de gobierno por las re-
glas que presiden la selección de los dirigentes, que consiste en la elec-
ción periódica, y por aquellas otras reglas que establecen el modo de 
tomar las decisiones colectivas, de los cuales la principal es la regla 
de la mayoría, pero con la participación de los destinatarios de las 
mismas (decisiones colectivas), en forma directa o indirecta, en el pro-
cedimiento de creación de las mismas.7 

Giovanni Sartori, apunta como noción general de la democracia, “el 
gobierno ejercido por medio de representantes libremente elegidos”;8 y 
cuyos principios que la rigen y caracterizan son: el derecho universal al 
sufragio; convocatoria regular y periódica a elecciones; libertad de aso-
ciación para presentar candidatos; igualdad de los candidatos para acce-
so a los medios de comunicación y publicidad; neutralidad del gobierno 
en la organización del proceso electoral; garantías para una libre emi-
sión del voto; recuento público de los votos; y existencia de una instan-
cia independiente para dirimir los conflictos electorales.9  

Finalmente, es pertinente mencionar —por su contenido y enfoque 
institucional— a Dahl, para quien “son democracias todos los regíme-
nes que se distinguen por la garantía real de la más amplia participación 
política de la población adulta —femenina y masculina— y por la posibi-
lidad de disenso y oposición”, y agrega que son siete instituciones las 
que definen a un gobierno democrático o poliárquico: los representan-
tes electos que tiene el control político sobre el gobierno; los represen-
tantes son elegidos en elecciones libres e imparciales; prácticamente 
todos los adultos tiene derecho a votar; los ciudadanos tiene el derecho 
a ser candidatos a cargos electivos; existe el derecho de libertad de ex-
presión, el derecho a la crítica al gobierno y a las instituciones; los ciu-
dadanos tiene el derecho de información y a su disposición ésta; los 

                                            
7 KELSEN, Hans, ,Teoría General del Derecho y del Estado, México, UNAM, 1988, 
p. 337. 
8 SARTORI, G., Partidos y Sistemas de Partidos, Madrid, Alianza,1988, p. 80. 
9 Ibidem, además puede verse Teoría de la Democracia, pp. 139, 150, 197, 366 y 410. 
En el que expone con detalle su desarrollo acerca de la democracia electoral, demo-
cracia participativa y democracia competitiva en el marco de los valores de la libertad 
y la ley, así como de la igualdad.. 
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ciudadanos pueden organizarse libremente en partidos, organizaciones 
o grupos de interés que gozan de autonomía.10 

Como puede apreciarse del conjunto de conceptualizaciones y carac-
terizaciones de la democracia, en su connotación política y como forma 
de gobierno, que hemos aglutinado bajo un criterio procedimental de 
la democracia, en todas ellas, más allá de quiénes son los titulares del 
derecho de poder tomar las decisiones colectivas, y del cómo o la forma 
de tomarlas, subyace como fundamento ético de la democracia, el reco-
nocimiento de la autonomía del individuo, de todos los individuos, y 
con ella, el reconocimiento de los derechos fundamentales de Libertad 
e Igualdad, y su necesario complemento posterior, de reconocimiento 
de los derechos sociales o de justicia, como precondiciones mínimas y 
necesarias de la democracia.11 
 
 
2. Concepto de transición democrática 
 
El término transición democrática, aunque de acuñación más reciente, 
al igual que el uso de los vocablos democracia y gobernabilidad, se ha 
vuelto un concepto confuso, impreciso y con una aplicación indiscrimi-
nada sin claridad, por lo que es pertinente, como lo plantea Bobbio y 
otros autores, en relación a la palabra  democracia, establecer un con-
cepto mínimo de qué entendemos por “transición democrática”, y a 
partir del cual, puedan delinearse la naturaleza, elementos y alcances de 
éste fenómeno político. 

Para el politólogo Leonardo Morlino, a partir de la idea de que la di-
námica de un régimen democrático está contenida en cuatro procesos: 
transición, instauración, consolidación, crisis (en un cambio político del 
autoritarismo a la democracia), refiere respecto a la transición democrá-

                                            
10 DAHL, R.A., Poliarchy Participation and Opposition, New Haven, Comn., 1970, y 
en: Los Dilemas del Pluralismo Democrático; Autonomía vs. Control, México, Alian-
za, 1991. 
11 CÓRDOVA VIANELLO, Lorenzo, “Repensar la Gobernabilidad en las Democracias”, 
en Gobernabilidad y Constitucionalismo en América Latina, México, UNAM, 2005, 
p. 103. Véase FERRAJOLI, Luigi, “Democracia, Estado de Derecho y Jurisdicción en la 
Crisis del Estado Nacional”, en Jurisdicción y Argumentación en el Estado Constitu-
cional de Derecho, México, UNAM, 2005, pp. 12 y 13, en el que a propósito del 
futuro de la Democracia Política y del Estado de Derecho, propone un constituciona-
lismo garantista, en el que la expansión de la jurisdicción y el establecimiento de 
instituciones de garantía adecuadas, son fundamentales para la defensa del catálogo 
de derechos fundamentales y de la democracia constitucional. 
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tica que “con éste término se entiende, en sentido estricto, el periodo 
ambiguo e intermedio en que el régimen ha abandonado algunos carac-
teres determinantes del ordenamiento institucional anterior, sin haber 
adquirido todos los caracteres del nuevo régimen (democrático) que 
será instaurado[…], la transición inicia cuando comienzan a ser reco-
nocidos los derechos civiles y políticos en la base de cualquier ordena-
miento democrático[…] tal realidad se consagra en las primeras elec-
ciones libres, competitivas y correctas.”12 

A la proliferación de estos fenómenos de transición democratizado-
ra, particularmente durante los últimos treinta años, y a los que Samuel 
P. Huntington, identifica como “la tercera ola democratizadora”, enten-
diendo por ola de democratización “un conjunto de transiciones de un 
régimen no democrático a otro democrático, que ocurren en determina-
do periodo de tiempo y que superan significativamente a las transicio-
nes en dirección opuesta durante ese mismo periodo[…], también im-
plica habitualmente la liberalización o la democratización par-
cial[…].”13 

Finalmente, nos parece interesante citar el concepto que formula al 
respecto, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, al definirlo 
“como un proceso que tiene lugar cuando se instaura en una determina-
da sociedad la democracia como sistema de gobierno —tanto si esto 
sucede por primera vez en la historia de un país, como si luego de un 
impasse de derogación de las libertades individuales o políticas se re-
torna al funcionamiento de las instituciones que caracterizan a la demo-
cracia—, o se difunden o intensifican prácticas democráticas en la toma 
de decisiones”.14 De lo que, cómo se observa, se desprenden tres hipó-
tesis posibles que preceden como régimen de gobierno (no democráti-
co) a uno plenamente democrático, conforme a los valores y reglas 
“universales procedímentales”, de la democracia que ya explicamos. 

Ahora bien ¿cuándo surgen o se originan y porqué causas, las transi-
ciones u olas democratizadoras?  A este respecto, Lorenzo Córdova 
Vianello,15 explica que la expansión democrática que se vivió en el 

                                            
12 MORLINO, Leonardo, Democracia y Democratizaciones, México, CEPCOM, 2005, 
pp. 146, 147. 
13 HUNTINGTON, Samuel P., La Tercera Ola: La Democratización a finales del Siglo 
XX, Barcelona, Paidós, 1994, p. 26. Este autor identifica históricamente en el mundo 
moderno, tres olas democratizadoras: la primera, de 1828-1926; la segunda, de 1943-
1962; y la tercera, de 1974 hasta la fecha. 
14 Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Diccionario Electoral, México, 
2003, t. II, p. 371. (Serie Elecciones y Democracia) 
15 CÓRDOVA VIANELLO, op. cit., p. 106. 
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mundo durante los años cincuenta y sesenta, coincidió con uno de los 
periodos de crecimiento y bonanza económica más prolongados y sos-
tenidos de la economía moderna.  Esa expansión de la democracia se 
presentó, además, bajo el impulso del estado de bienestar (Welfare Sta-
te), de la mano de las prerrogativas sociales de los individuos; los derechos 
individuales y sociales se difundieron y garantizaron (las Constitucio-
nes europeas, la  Declaración universal de 1948 y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, entre otros 
muchos instrumentos nacionales e internacionales), al igual que los 
ideales democráticos, como una precondición de la democracia, tanto a 
nivel nacional como internacional.  Por otro lado, afirma Lorenzo Cór-
dova, los fenómenos de transición a la democracia (referido a América 
Latina), responden esencialmente a dos causas: o bien porque el mode-
lo autoritario precedente ha llegado a un agotamiento y su sustitución 
por un diverso incluyente se hace inevitable, o bien porque existe una 
ruptura radical (revolucionaria) con una precedente forma autocrática 
de gobierno.16 

Huntington, explica las transiciones a la democracia de esos años 
(setenta y ochenta), por un conjunto de específicos cambios de orden 
cultural, económico e internacional más generales.17  

Sin duda, en una secuencia lógica de análisis y explicación del por-
qué y el cómo de las transiciones, están entrelazados en sus respuestas, 
por lo que resulta pertinente dar algunos breves apuntamientos res-
pecto al cómo y a las características de los procesos de transición 
democrática. 

En este sentido, Huntington18 explica que la tercera ola fue un con-
junto de procesos políticos complejos que implicaron gran variedad de 
grupos de lucha por el poder, por la democracia y en contra de ella, y 
por otros objetivos. Asimismo, estas transformaciones generalmente 
evolucionaron a través de distintas fases o etapas, que no obstante las 
diferencias propias de un país a otro, comparten una serie de caracterís-
ticas comunes: se hicieron por medio de los métodos democráticos; se 
hicieron a través de negociaciones, compromisos y acuerdos; se hicie-
ron a través de manifestaciones, campañas y elecciones; y a través 
                                            
16 Ibidem, p. 114. 
17 HUNTINGTON, Samuel P., op. cit. nota 13, pp. 41 y 55. Entre las diversas causas que 
analiza, destacan: el declive de la legitimidad y el dilema del desempeño, el desarrollo 
económico y sus bases para la democracia, cambios religiosos y el cristianismo occi-
dental; por nuevas políticas de agentes externos (gobiernos o agencias); el efecto 
demostración o “bola de nieve”. 
18 Ibidem, pp. 117, 152 y 55. 
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de la resolución pacífica de diferencias.  La hicieron los líderes polí-
ticos en los gobiernos y en la oposición, que subordinaron sus intereses 
personales o de grupo a las necesidades de largo plazo de la demo-
cracia y, que también resistieron la provocación a la violencia de la 
oposición radical y de los conservadores del gobierno.  Así, compromi-
so, elecciones y no violencia, fueron la tónica de la tercera ola de demo-
cratizaciones. 

Morlino,19 a partir de la interrogante ¿cuáles son las modalidades re-
currentes de la transición, instauración y consolidación de un régimen 
democrático?, define como factores explicativos teóricos de la demo-
cratización, los siguientes: las tradiciones políticas, la precedente expe-
riencia política de masas, el tipo de régimen político precedente y su 
duración, las razones de la caída o cambio del régimen anterior, el gra-
do de organización de la oposición durante el régimen precedente y las 
modalidades de la transición (continuidad, nivel de participación, nive-
les de violencia y periodo de duración). 

Del análisis anterior, se colige que no obstante la utilidad de los di-
versos modelos teóricos elaborados sobre la transición, al margen de la 
coincidencia de los periodos o tiempos en que estos se han dado y del 
resultado del paso de sistemas autoritarios hacía regímenes democráti-
cos, es evidente que cada fenómeno de transición ha tenido una sin-
gularidad propia, que responde a razones, necesidades concretas y a 
realidades políticas, sociales y económicas particulares, no asimilables 
a un modelo teórico universal, único y válido para todo y todos.20  
                                            
19 MORLINO, L., op. cit., nota 12, p. 164. Véase de O’Donell, G. et al., Transiciones 
desde un Gobierno Autoritario, en el cual, para el análisis de casos específicos, se 
concentra en las características del régimen procedente, el papel de los acuerdos o 
pactos entre las élites a propósito de las instituciones por crear; la reactivación de la 
sociedad civil, el papel limitado de los partidos, la importancia de alcanzar un consen-
so, a pesar de que sea contingente alrededor de las instituciones que se crean, la rele-
vancia de las primeras elecciones y, la incertidumbre de todo el proceso de transición; 
es decir, se trata de un esquema de análisis en el que actores, instituciones, tiempos y 
la noción misma del proceso, juegan un papel central.  También definen marcos teóri-
cos interesantes bajo esta perspectiva: Rustow, Dankuart A.,   Transiciones a la De-
mocracia: hacia un modelo dinámico, 1969; Linz, Juan,  La Quiebra de la Democra-
cia, 1978. 
20 Ver: DÍAZ MÜLLER, T., (coord), El mito del desarrollo y las transiciones a la de-
mocracia, México, UNAM, 2005. El autor a partir de conceptos como democracia, 
transición, gobernabilidad, y de la interrelación entre esos fenómenos, enfatiza las 
limitaciones de la “modelitis”, del carácter singular propio de los múltiples casos de 
transición y de sus limitaciones, si no se vinculan a las situaciones de subdesarrollo 
y de profunda desigualdad social, como hechos entre otros, que plantean grandes retos y 
riesgos de involución o regresión autoritaria, de los modelos democráticos, de no 
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3. Concepto de Democracia de Calidad 
 
La calidad de la democracia es un concepto recientemente incorporado 
al lenguaje científico y al debate teórico de la democracia, cuya centra-
lidad es similar a la que tuvieron en su momento los vocablos “sistema 
político”, “poliarquía” o “transición democrática”. 

En lo general, los estudios de la democracia cuando aluden a éste 
vocablo, refieren un conjunto de condiciones mínimas (estándares mí-
nimos de calidad) en presencia de las cuales es posible evaluar qué tan 
buena es una democracia en los hechos; qué tanto se aproxima o se 
aleja históricamente, de los ideales de libertad e igualdad como in-
herentes y valores últimos en que se inspira y sustenta la democracia; 
qué tanto se observan las reglas procedímentales universales de la de-
mocracia, que acercan o alejan del ideal-límite de democracia, como lo 
expresa Norberto Bobbio.21 

Al igual que en los dos temas de democracia y transición, los estu-
dios de la democracia de calidad, consideran básico partir de un con-
cepto de democracia y de una noción de lo que es calidad. 

Para Morlino, considerando el uso común dado al término “calidad” 
en el mundo industrial o comercial, estima que pueden darse tres posi-
bles connotaciones de calidad: en relación con los procedimientos; el 
contenido; y en los  resultados.22 

Prosigue este autor y propone como definición: “una democracia de 
calidad o “pura”, es aquella que presenta una estructura institucional 
estable que hace posible la libertad e igualdad de los ciudadanos, me-
diante el funcionamiento legítimo y correcto de sus instituciones y me-
canismos.  Lo que significa que una buena democracia es por tanto y 
ante todo un régimen ampliamente legitimado, que satisface completa-
mente a los ciudadanos (calidad en términos del resultado)[…]. Una 
verdadera buena democracia es aquella en la que los ciudadanos, aso-
ciaciones y comunidades que la componen disfrutan de libertad e 
igualdad (calidad en términos de contenido).  En una buena democracia 
los ciudadanos pueden verificar y evaluar si el gobierno trabaja por los 
objetivos de libertad e igualdad de acuerdo a la ley.  Monitorean la 

                                            
superar los problemas de gobernabilidad por medio del uso y aplicación eficiente de 
los instrumentos y reglas procedímentales democráticas. 
21 BOBBIO, N., Teoria general ... op. cit., pp. 458 y ss. Sobresalen en esta corriente de 
definir criterios para medir la calidad de la democracia: Leonardo Morlino, Guillermo 
O’Donell, Philippe Schmitter, David Betham, G.B. Powell Jr., entre otros. 
22 MORLINO, L., op. cit., nota 12, p. 259. 
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eficiencia en la aplicación de las leyes, con pleno respeto a las nor-
mas vigentes, el llamado rule of law (calidad con respecto al proce-
dimiento).23 

En esta definición desagregada, Morlino identifica cinco dimensiones 
de variación en las que las buenas democracias pueden moverse, por lo 
que deben estar en el centro del análisis empírico.  Las dos primeras, 
son dimensiones procedimentales, pues conciernen principalmente a las 
reglas y sólo indirectamente a los contenidos.  “Estas son: 1) rule of 
law, o el respeto a la ley; y 2) accountability, o rendición de cuentas. La 
tercera dimensión concierne al resultado y tiene que ver con: 3) respon-
siveness, o reciprocidad, es decir, la capacidad de respuesta que en-
cuentra la satisfacción de los ciudadanos y la sociedad civil en general. 
Las últimas dos dimensiones son de naturaleza sustantiva: 4) respeto 
pleno de los derechos que pueden ampliarse en la realización de las 
diversas libertades; y 5) progresiva ampliación de una mayor igualdad 
política, social y económica.”24 

Para el autor que seguimos, puede haber democracias con calidad 
diversa, según la mayor o menor realización de una u otra de las di-
mensiones. Sin embargo, las conexiones existentes entre las varias 
dimensiones no las hacen alternativas, la diversidad está sobre todo en 
la mayor o menor presencia de cada una, con una amplia posibilidad de 
combinaciones, que podría configurar diversos modelos de democracia 
de calidad.25 

No obstante las numerosas y profundas relaciones entre las dimen-
siones de calidad de la democracia, en atención a los objetivos de este 
análisis, concentraremos nuestra atención en la importancia del Rule of 

                                            
23 Ibidem, p. 260. 
24 Ibidem, p. 261. 
25 MORLINO, L., op. cit., nota 12, pp. 283 ss. Originado en el peso mayor o menor de 
las dimensiones, pueden darse, entre otros modelos: el de la democracia efectiva (con 
un rule of law muy fuerte, y con garantías reales de libertad e igualdad, poco arriba de 
los mínimos); democracia responsable (libertad e igualdad poco arriba del umbral 
mínimo pero la accountability es muy respetada); una democracia plenamente legíti-
ma (muy alta respuesta —responsiveness— a necesidades colectivas y fuerte apoyo 
de una sociedad satisfecha); democracia liberal e igualitaria (con afirmaciones fuer-
tes de los valores de libertad e igualdad); democracia completa (con todas las dimen-
siones en presencia muy alta). En contrapartida, identifica como democracias sin 
calidad, y las denomina: irresponsables (ausencia de alternancia, escasa competencia, 
estructuras intermedias débiles); las ineficientes (corrupción difundida, limitada inde-
pendencia de jueces, tiempos muy largos de juicios, altos costos de acceso a tribuna-
les); las democracias con escasa o ninguna legitimidad; y las democracias reducidas o 
mínimas. 
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Law, como dimensión o variable fundamental en la percepción de la 
relevancia que tiene el respeto y la aplicación de las leyes, particular-
mente por los órganos jurisdiccionales, en la medición del nivel de ca-
lidad de la democracia, como Estado de derecho. 

En efecto, la trascendencia del punto lo aborda el gran pensador 
Norberto Bobbio,26 al señalar que una pregunta o dilema reiterado a lo 
largo de la historia del pensamiento político, es la alternativa de ¿go-
bierno de las leyes o gobierno de los hombres?, es decir, a la distinción 
entre buen gobierno o mal gobierno (modo de gobernar), y para reafir-
mar su convicción sobre la superioridad del gobierno de las leyes, 
apunta que “los criterios con los que el buen gobierno se distingue del 
malo son sobre todo dos: primero, el gobierno para el bien común, que 
es diferente del gobierno para el bien propio; segundo, el gobierno 
que se ejerce de acuerdo con las leyes establecidas.., que es diferente 
del gobierno arbitrario.”27 

El principio de rule of law, como explica Bobbio, dio origen a la 
doctrina del “Estado de Derecho”, es decir, del Estado que tiene como 
principio inspirador la subordinación de todo poder al Derecho, impedir 
el abuso de poder; que los valores igualdad, seguridad y libertad, estén 
garantizados por los caracteres intrínsecos de las leyes.  Por estos, entre 
otros atributos, concluye Bobbio su amplio análisis sobre el tema, ex-
presando: 
 

[...] no tengo ningún empacho en decir que prefiero el gobierno de 
las leyes y no el de los hombres.  El gobierno de las leyes celebra 
hoy un triunfo en la democracia.  ¿Qué cosa es la democracia, sino 
un conjunto de reglas (las llamadas reglas del juego) para solucionar 
los conflictos sin derramamiento de sangre? ¿En qué consiste el buen 
gobierno democrático, sino, y sobre todo, en el respeto riguroso de 
estas reglas?[…] puedo concluir tranquilamente que la democracia es 
el gobierno de las leyes por excelencia.  En el momento en que un 
régimen democrático pierde de vista este principio inspirador que le 
es propio, cambia rápidamente en su contrario, en una de las tantas 
formas de gobierno autocrático […].28 

 
En este orden de ideas, Morlino —en la amplia descripción de su 

modelo teórico-empírico de la democracia de calidad— explica porqué 
un gobierno de la ley efectivo es indispensable para una buena demo-
                                            
26 BOBBIO, Norberto, El Futuro…, op. cit., p. 167. 
27 Ibidem, p. 170. 
28 Ibidem, pp. 172-189. 
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cracia. La libertad, la igualdad e incluso la rendición de cuentas no se 
pueden obtener si el respeto de la ley no es efectivo o el gobierno no 
garantiza la eficacia decisional, como presupuesto indispensable para 
establecer y llevar a cabo políticas democráticas de calidad. 

Asimismo, describe que el gobierno de la ley no es sólo el reforza-
miento de normas legales, sino el fortalecimiento del principio de la 
supremacía de la ley, e identifica varias características clave para una 
“buena democracia”: la igual aplicación de la ley a todos; todos los 
individuos son iguales ante la ley; la  inexistencia de corrupción en las 
áreas política, administrativa y judicial; la existencia de una burocracia 
competente y efectiva que aplique las leyes y asuma responsabilidades 
por sus errores; el acceso igual y sin complicaciones  de los ciudadanos 
al sistema de justicia; una rápida resolución de los procesos; indepen-
dencia de los tribunales de justicia de cualquier influencia política; 
habilidad de las cortes para mantener firmes sus decisiones; supremacía 
de la Constitución, interpretada y defendida por una corte constitucio-
nal, entre otros indicadores fundamentales de la calidad democrática.  
Pero también, advierte el politólogo italiano, el análisis empírico del 
gobierno democrático de la ley debe proceder cuidadosamente, al co-
nocimiento de intentos y prácticas de subversión de la “calidad”, usan-
do la ley como arma política (mediante actos judiciales en contra de la 
oposición o de adversarios) dando lugar al fenómeno que algunos estu-
diosos denominan una “juridización” de la democracia contemporánea 
y otros, politización de la impartición de justicia. 

Ante ello, el gobierno de la ley deber permanecer como un factor 
esencial de la calidad democrática y jugar un papel fundamental para la 
existencia y desarrollo de las otras dimensiones, privilegiando la difu-
sión de valores liberales y democráticos entre los individuos, como 
condición necesaria para el gobierno de la ley y democrático.29 

                                            
29 MORLINO, L., “Calidad de la Democracia: Notas para una discusión”, Meta política, 
núm. 39, vol. 8, enero-febrero 2005, pp. 39-42. También resulta interesante en ésta 
publicación, el artículo de Beetham, David, “Calidad de la Democracia: el gobierno 
de la ley”, Meta política, núm. 39, vol. 8, enero-febrero 2005, pp. 89-97.  En éste, a 
partir de sus experiencias concretas de evaluación de calidad democrática en el Reino 
Unido y otros países, que culminaron con un “Manual sobre la evaluación de la de-
mocracia” (2002), retoma del modelo de Morlino, los aspectos normativo e institucio-
nal y señala que el gobierno de las leyes puede ser evaluado por el grado de confianza 
de la gente en la imparcialidad de los procesos judiciales, así como en su capacidad de 
acceso al mismo cuando es necesario, y para ello propone una serie de indicadores 
para medir empíricamente la calidad de la democracia, en particular explica criterios 
de análisis práctico de los derechos civiles y políticos inherentes a la democracia. 
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III. EL SISTEMA DE JUSTICIA ELECTORAL Y LA DEMOCRATIZACIÓN  
EN MÉXICO 

 
 
1.- Naturaleza de la Jurisdicción Electoral 
 
Sin duda, el tema específico de la justicia electoral es sólo una parte o 
un subsistema del todo, o sea, del Sistema Electoral y de la función 
electoral del Estado, de la cuál en un interesante estudio comparado 
Mauricio Merino y Marco A. Baños, proponen una definición enten-
diendo por esta “[…], el conjunto de actividades que realiza el Estado 
para preparar, organizar, calificar y sancionar los procesos electora-
les[…], destinados a garantizar el ejercicio libre, secreto, universal y 
directo del voto, y de la conversión de los sufragios efectivamente emi-
tidos, en escaños y puestos de elección popular[…], de manera legítima 
con apego  al  principio de legalidad.”30 

Para estos autores, la función jurisdiccional, como parte nodal o co-
lumna vertebral de los procesos electorales, tiene cuatro dimensiones 
básicas esta función: la registral; la de control y supervisión de las 
condiciones de la competencia; la técnico-administrativa; y la jurisdic-
cional. Esta última, se ocupa de la sanción jurídica de los actos electo-
rales, ya sea de manera directa, a  través de los procedimientos y de las 
atribuciones otorgadas por la Ley a los órganos encargados de impartir 
justicia, o ya sea mediante procesos de impugnación y querella, inicia-
dos por los propios participantes en los procesos electorales.31 

Jesús Orozco Henríquez,32 asimila la idea de justicia electoral al 
concepto de contencioso electoral, y lo caracteriza como los diversos 
medios jurídico-técnicos de impugnación o control (juicios, recursos o 
reclamaciones) de los actos o procedimientos electorales, ya sea que se 
sustancien ante un órgano de naturaleza administrativa, jurisdiccional 
y/o política, para garantizar la regularidad de los actos y procedimien-
tos electorales, y que los mismos se ajusten a derecho, esto es, a los 
principio de constitucionalidad y/o legalidad, corrigiendo errores o in-
fracciones a la normativa electoral, así como también  los medios de 
                                            
30 MERINO, Mauricio y Marco A. BAÑOS, “El Servicio Profesional Electoral: una 
visión comparada en América Latina”, Derecho Electoral, México, UNAM, IIJ, 2005, 
pp. 4-6. 
31 Ibidem, p. 18. 
32 OROZCO HENRÍQUEZ, J. Jesús, “Sistemas de Justicia Electoral en el Derecho Com-
parado”, Sistema de Justicia Electoral: Evaluación y Perspectiva, México, TEPJF, 
2001, p. 46. 
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control de la constitucionalidad de las leyes o normas generales de ca-
rácter electoral. 

Esto es, un sistema de justicia electoral se diferencia según el órgano 
al cual se le atribuye el control de la regularidad sobre los actos y pro-
cedimientos electorales, por lo que, se pueden distinguir entre el con-
tencioso político y el contencioso electoral, sea que la función se 
encomiende a una asamblea política o a un órgano jurisdiccional; a 
estos, debe agregarse el llamado contencioso electoral administrativo, 
cuando la resolución de los recursos le corresponde al propio órgano de 
naturaleza administrativa, encargado de organizar las elecciones, así 
como el contencioso mixto, que comprende alguna combinación de 
aquellos órganos (político, jurisdiccional y/o administrativo) en la solu-
ción de controversias. 

Asimismo, la finalidad esencial de la justicia electoral es, concluye 
Orozco Henríquez, la protección auténtica o tutela eficaz de derechos 
políticos, mediante un conjunto de garantías a los participantes, contri-
buyendo a asegurar la constitucionalidad y/o legalidad, certeza, objeti-
vidad, imparcialidad, autenticidad, transparencia y, en general, justicia 
en los comicios.33 
 
 
2. Evolución de la Justicia Electoral Mexicana 
 
Nuestro sistema de justicia electoral es resultado de la propia evolución 
histórica y tradición jurídica, así como de los específicos reclamos so-
ciales y eventuales  acuerdos entre las distintas fuerzas políticas que 
han participado a lo largo de nuestra historia.  Sin embargo, no obstante 
la existencia (1810) de normatividad legal de los procesos electorales y 
de reglas referentes a la solución de controversias en la materia,34 
México tardó poco más de un siglo y medio, para iniciar un camino 
sólido de justicia electoral (1977-1996), que ha sido construido en cir-
cunstancias políticas de la mayor complejidad, producto de diversos 

                                            
33 Ibidem, pp. 45-46. 
34 Desde la convocatoria a las Cortes de 1810, cuando la Nueva España envió diputa-
dos a Sevilla, se han venido celebrando, con cierta periodicidad, procesos electorales 
en los que la justicia electoral ha tenido una presencia variable.  El Decreto  de la 
Junta Central gubernativa de Sevilla de 1° de enero de 1810, con instrucción para el 
nombramiento de diputados por las provincias españolas a las Cortes Generales, y que 
para ello instituían “juntas parroquiales”, “juntas electorales de partidos” y “juntas 
provinciales”. Raffaini, Ricardo F., “junta electoral”, Enciclopedia Jurídica Omega, 
Buenos Aires, 1978, p. 488. 
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factores —históricos, culturales, políticos, etc.— y que en su conjunto, 
hoy en un nuevo escenario, permiten la convivencia democrática —no 
exenta de riesgos— de los distintos agentes del acontecer político na-
cional. 

De ahí la importancia de hacer un breve pero puntual recorrido de 
las distintas  etapas de evolución —en que coinciden diversos auto-
res—35 del sistema electoral y más en particular, de la justicia electoral 
mexicana. 

Para Fernando Ojesto,36 en una primera etapa (1812-1856) todas las 
controversias electorales eran finalmente dirimidas por el poder legisla-
tivo.  Conforme a nuestras primeras constituciones (1824, 1843 y 1847) 
el poder legislativo era el único  que tenía facultades, no sólo para cali-
ficar en última instancia las elecciones (autocalificación política), sino 
para interpretar las leyes declarándolas conforme o no a la Constitu-
ción. Cabe destacar, que en ello por influencia de las constituciones 
norteamericanas y de Cádiz (1812), el principio de autocalificación de 
las elecciones de diputados y senadores (sistema que prevaleció hasta 
1993), y de heterocalificación de la elección del titular del Poder Ejecu-
tivo (prevaleció hasta 1996), las Cámaras eran la última instancia  para 
dirimir los conflictos electorales, es decir, durante este periodo prevale-
ció un sistema de calificación meramente político. 

En una segunda etapa (1857-1881), con la introducción de los “dere-
chos del hombre” en la Constitución de 1857 y de la figura del juicio de 
amparo a nuestro sistema jurídico nacional, a partir de ello, se opera un 
cambio fundamental en el sistema constitucional nacional orientado a 
limitar al Poder Legislativo y dando al Poder Judicial una injerencia 
mayor no sólo en la materia electoral, sino especialmente en el control 
de la constitucionalidad de leyes y actos de autoridades. 

Así, en 1872 la Suprema Corte de Justicia de la Nación, adoptó la 
resolución —considerada como precedente de la tesis denominada “in-
competencia de origen”— en la que estableció el principio de que “[…] 

                                            
35 OJESTO MARTÍNEZ, Porcayo Fernando, “Evolución de la Justicia Electoral en Méxi-
co”, Sistemas de Justicia Electoral: evaluación y perspectiva, México, TEPJF, 2003; 
DE LA PEZA, José Luis, “Notas sobre la Justicia Electoral en México”, Justicia Electo-
ral en el Umbral del Siglo XXI. Memoria del III Congreso Internacional de Derecho 
Electoral,, tomo III, 1999; FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. Fernando, “Un Testimonio 
de la Conquista del Control Judicial en Materia Electoral y de su Institucionaliza-
ción”, Testimonios sobre el desempeño del TEPJF. 
36 OJESTO MARTÍNEZ, P. Fernando, “Evolución de la Justicia Electoral en México”, 
Sistemas de Justicia Electoral: evaluación y perspectiva, México, TEPJF, 2003, 
pp. 290-294. 
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cabe en las facultades de los Tribunales de la Federación decidir, en 
determinados casos, sobre la legitimidad de las autoridades de los Esta-
dos”, sin que esta facultad se hiciera extensiva para el caso de los pode-
res federales. 

Posteriormente, la Corte fijó en el conocido “Caso Morelos”, la tesis 
de la “incompetencia de origen”, al analizar los títulos de legitimidad 
del gobernador de ese estado, haciendo una interpretación del artículo 
16 Constitucional, concluyéndose que el gobernador Leyva era una 
autoridad ilegítima, y al serlo resultaba incompetente para sancionar la 
ley de presupuestos que establecía un impuesto sobre propiedad raíz. 

A partir de ello, se desarrollo una polémica, protagonizada emble-
máticamente por José María Iglesias e Ignacio L. Vallarta cuando cada 
uno de ellos presidió la Suprema Corte, en torno a “la incompetencia de 
origen”, según la cual toda autoridad ilegítima de origen, era necesa-
riamente incompetente en el ejercicio de sus funciones, lo que llevó en 
una primera fase al máximo órgano jurisdiccional de la nación —bajo 
la égida de Iglesias— a desconocer poderes constituidos en las entida-
des federativas. Posteriormente, durante la presidencia de Vallarta en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, se volvió una tesis rechazada, 
al considerarse que la Corte no tenía facultades expresas para pronun-
ciarse sobre la legitimidad de una autoridad electa —la Corte no puede 
tener más facultades en relación a los estados que las que le están ex-
presamente concedidas, y su poder de interpretación no puede invocar-
se nunca, para ensanchar según su criterio, el círculo de sus propias 
facultades—.  Esta tesis de Vallarta, se impondría a través del caso de 
Don Salvador Dondé, patrocinado por el ilustre jurista Jacinto Pallares.  
A partir de entonces (1878), se mantendría, primero como criterio firme 
de la Corte y después, en 1936, como causa legal de improcedencia del 
juicio de amparo, la tesis de que el amparo no es vía para impugnar 
cuestiones electorales y también que el Poder Judicial no debe inmis-
cuirse en cuestiones políticas. 

Finalmente, es pertinente resaltar que el criterio de Iglesias sobre “la 
incompetencia de origen”, contribuyó a la restauración del Senado en 
1874, con facultades de control político sobre las entidades federativas 
y sentó un precedente que iba a explicar en mucho la falta de disposi-
ción de la Corte de involucrarse en asuntos electorales y en la idea de 
que el Poder Judicial no debía pronunciarse acerca de los procesos elec-
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torales locales por formar parte del régimen soberano interior de los 
estados de la República.37  

Sólo se ha aceptado como excepción a este criterio general, también 
por la vía de la jurisprudencia, que el amparo podría proceder si junto a 
un agravio propiamente electoral fuese asociada una violación a las 
garantías individuales, siempre para proteger éstas y no para reparar el 
agravio. 

En relación a una tercera etapa o periodo de evolución (1882-1977), 
afirma Fernando Ojesto,38 que durante éste no se presentan cambios 
sustanciales, pues las controversias electorales se dejan a las autorida-
des administrativas de la materia, y en última instancia a los colegios 
electorales. 

Durante el constituyente de 1916-1917, al debatirse sobre las facul-
tades de la Suprema Corte, prevaleció la postura aséptica de Vallarta, 
de que las cuestiones políticas no debían mancharla y por ende, no de-
bía intervenir en asuntos electorales; la solución de los conflictos (polí-
ticos) que surgiese en los estados, se encomendó su solución al Senado 
de la República, conforme al artículo 76, fracción VI, de la Constitu-
ción.  También se aprobó una disposición (art. 97) inédita en nuestra 
historia constitucional, que faculta a la Suprema Corte para investigar 
la violación del voto público, en casos extraordinarios, sin atribución 
alguna de decisión o de emisión de  sentencia.39 

Así, en el periodo que va de 1917 a 1957, en lo referente a lo electo-
ral, la Corte estableció diversas jurisprudencias que negaban la proce-
dencia del juicio de amparo. 

Sólo cabe agregar que durante esta etapa rigieron alrededor de seis 
leyes  electorales (1911, 1916, 1917, 1946, 1951 y 1973), en las que se 
van perfilando cuestiones relativas a la organización, los recursos de 

                                            
37 OJESTO MARTÍNEZ, P. Fernando, op. cit., nota 35, pp. 294-300. Ver: FRANCO 
GONZÁLEZ SALAS, J. Fernando, “Un testimonio…”, p. 98. NÚÑEZ JIMÉNEZ, Arturo, 
“La Justicia Electoral en México”, Testimonio sobre el desempeño del TEPJF, Méxi-
co, TEPJF, pp. 256-257. DE LA PEZA, José Luis, op. cit., nota 35, pp. 828-835. 
DUARTE RIVAS, Rodolfo, “Antecedentes históricos de la Justicia Político-Electoral en 
México”, Evolución histórica de las instituciones de la justicia electoral en México, 
México, TEPJF, 2002, pp. 40-82. 
38 OJESTO MARTÍNEZ, P. Fernando, op. cit., nota 35, pp. 133. 
39 Ibidem, pp. 133-135. Refiere que en 1946 dos partidos políticos solicitaron a la 
Corte que ejerciera esta facultad en elecciones presidenciales —en los estados de 
Tlaxcala y Morelos—, misma que fue declarada improcedente —la solicitud— por la 
Corte, por provenir de un partido político. 
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impugnación y quien debía resolverlos desde la perspectiva exclusiva 
de la autoridad administrativa. 

Coinciden en lo general los estudiosos de la evolución y de la transi-
ción hacia la democracia, en nuestro país, que una cuarta etapa, defini-
toria para el sistema, la justicia electoral, así como para la democracia 
mexicana, comprende el lapso que va de 1977 a 1996, durante el cual 
nace y se desarrolla el contencioso electoral. 

La reforma constitucional de diciembre de 1977, afirma Virgilio 
Andrade  Martínez,40 estableció la columna vertebral del modelo de 
justicia electoral para las elecciones federales. De ésta sobresalen, co-
mo líneas centrales de definición, las siguientes: 

 
• Se mantiene, con pequeñas variantes, el modelo administrativo-

político de organización y calificación de elecciones (en la Co-
misión Federal Electoral y en el Colegio Electoral). 

• Da bases a un régimen específico de recursos administrativos, 
ante la propia autoridad, para reponer legalidad: inconformidad, 
protesta, queja, revocación y revisión, así como el recurso de 
reclamación, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

• Precisa el papel que tendría la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el proceso, en dos sentidos: a) para conocer de un re-
curso de reclamación (art. 60 constitucional) en contra de las 
resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados, 
acotado a violaciones sustanciales en el proceso electoral o en la 
calificación misma de la elección, comunicando su apreciación 
al propio Colegio Electoral para emitir una nueva resolución de-
finitiva e inatacable; asimismo, resulta conveniente señalar que 
a raíz de los comicios de 1979, 1982 y 1985, de los recursos de 
reclamación que se interpusieron (14) ninguno procedió; y b) 
introdujo la facultad (art. 97) de la Suprema Corte para investi-
gar de oficio, hechos violatorios del sufragio en casos en que es-
tuviere en entredicho todo el proceso electoral de alguno de los 
poderes de la Unión. 
 

Como se observa, si bien es cierto esta reforma dio pie nuevamente a 
la entrada del Poder Judicial, el sistema de justicia electoral en su con-
junto no cambió en su esencia, pues los órganos electorales administra-
                                            
40 ANDRADE MARTÍNEZ, Virgilio, “Balance y Perspectivas de la Justicia Electoral en 
México”, Evolución  Histórica de las Instituciones de Justicia Electoral en México, 
México, TEPJF, 2002, p. 605. 
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tivos —CFE— y órganos políticos –Cámaras— continuaron siendo 
responsables de organizar y resolver la legalidad de sus propios actos. 
Sin embargo, fue en esta época un campanazo que a manera de aviso 
advirtió la conveniencia de revisar a fondo la consistencia de las 
razones del no involucramiento del Poder Judicial en las cuestiones 
electorales. 

La Reforma Electoral de 1986-1987. El sistema electoral en su con-
junto registró una nueva reforma en diversos temas, destacando en jus-
ticia electoral lo siguiente: 

 
 Se desapareció el recurso de reclamación —que en realidad no 

era un verdadero medio de control de legalidad— que se inter-
ponía ante la Suprema Corte, eliminándose nuevamente a ésta 
de toda ingerencia en asuntos electorales como lo deseaba. 

 Se crea por primera vez, una instancia jurisdiccional especiali-
zada denominada Tribunal de lo Contencioso Electoral (art. 60 
Constitucional), enclavado en la esfera administrativa, como un 
órgano autónomo en la materia. Sus resoluciones serían obliga-
torias y sólo podían ser modificadas por los colegios electorales; 
con ello, se opta por un sistema mixto en que se combina el 
principio de autocalificación con el jurisdiccional y en el que fi-
nalmente los colegios electorales continúan teniendo la última 
palabra.  Sin embargo, con él se establece un nuevo método pa-
ra resolver los conflictos electorales, que se perfeccionaría con 
reformas posteriores. 

 Por primera vez, la Constitución (art. 60) da bases a la existen-
cia de un sistema de medios de impugnación en la materia, con 
un desarrollo reglamentario detallado en el nuevo Código Fede-
ral Electoral publicado en febrero de 1987.41 

 El Código, en su libro séptimo, en 49 artículos se regulaban los 
recursos administrativo-electorales de revocación y de revisión; 
y por otro, establecía los recursos esencialmente jurisdicciona-
les de apelación (para la etapa preparatoria de la jornada), y el 
de queja (durante y posterior a la elección), y que por ser éste 
meramente declarativo, sólo tenía efectos suspensivos y no vin-
culaban obligatoriamente con lo resuelto, a los Colegios de Cá-
maras. 

                                            
41 BARQUÍN ÁLVAREZ, Manuel, “La Renovación Política de 1986-1987”, Evolución 
Histórica de las Instituciones de Justicia Electoral en México, México, TEPJF, 
pp. 169-172. 
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En un balance general, coincidimos con Arturo Núñez y José Fer-
nando Franco González Salas en que no obstante que el TRICOEL con-
tribuyó en forma relevante, a desahogar institucionalmente la enorme 
conflictividad de la elección de 1988, también evidenció las posibilida-
des y limitaciones de ésta instancia, en su capacidad reducida de ins-
trucción y resolutiva, en su sistema probatorio y en el hecho de que sus 
resoluciones no tuvieran un efecto cierto y alcance de anulación directa 
de la elección, sino sólo para dar efectos suspensivos a las constancias 
concedidas, o no otorgar las de mayoría o asignación, por la autoridad 
electoral.42 Esto, sin duda, fue el detonante para los pasos legislativos 
siguientes. 

La Reforma Electoral de 1989-1990, trajo consigo la construcción 
de un nuevo sistema de principios y de organización de la justicia elec-
toral, como pilar del sistema vigente. Con ella, las instituciones evolu-
cionaron de una condición meramente político-administrativa y parti-
dista, a un sistema en el que predominara la confianza de los actores de 
la elección, en la imparcialidad, objetividad, certeza y legalidad, como 
principios rectores constitucionales (art. 41), por primera vez consagra-
dos, como base valorativa, para la estructuración y operación en la rea-
lidad, de un nuevo sistema electoral. 

Esta reforma electoral de 1989-1990, derivada de un amplio proceso 
de consulta y negociación de consensos, inicia un complejo proceso de 
redimensionamiento de las instituciones electorales y registra cambios 
sustantivos, destacando en el ámbito específico de la justicia electoral, 
los siguientes: 
 

• En el ámbito constitucional, sus disposiciones (arts. 41 y 60) se 
refieren al tribunal electoral, al sistema de medios de impugna-
ción, a los colegios electorales, la calificación de las elecciones 
y a la vinculación entre colegios electorales y tribunal electoral. 

• Se crea el nuevo Tribunal Federal Electoral (TRIFE), como ór-
gano jurisdiccional dotado de plena autonomía, estructurado 
con una Sala Central permanente y 4 Salas Regionales tem-
porales. 

• Las resoluciones del tribunal serían obligatorias, definitivas e 
inatacables, salvo en los casos previstos en el artículo 60 de la 

                                            
42 FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. F., “Un testimonio de la Conquista del Control 
Judicial…”, op. cit., nota 35, pp. 100-102. Núñez Jiménez, Arturo, op. cit., nota 37, 
pp. 261-263. 
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Constitución, referido a las que se emitieran después de la jor-
nada comicial, sobre resultados que podrían ser modificados por 
los propios colegios electorales, a condición de que la respecti-
va revocación se fundara y motivara en derecho y fuese aproba-
da por mayoría calificada del voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes del colegio de que se trate; asimismo, 
siempre y cuando de la revisión se dedujera que existieran vio-
laciones a las reglas en materia de admisión o valoración de 
pruebas y en la motivación del fallo o cuando este fuera contra-
rio a derecho. Con ello, es fácil colegir, la jurisdicción del tri-
bunal quedaba sujeta al control del colegio electoral respectivo. 

• En su concepción, el sistema diseñado debía conferir definitivi-
dad a las distintas etapas del proceso electoral y garantizar que 
los actos y resoluciones electorales se sujetarán invariablemente 
al principio de legalidad. 

• Las bases constitucionales introducidas se desarrollan en un 
nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales (COFIPE), publicado el 15 de agosto de 1990.43 

 
Puede afirmarse en el balance, que no obstante el mejoramiento que 

significó esta reforma, en los principios y regulaciones relativos al sis-
tema de medio de impugnación y a las nulidades, estableciendo reglas 
más claras y amplias (en materia de capacidad y personalidad, de tér-
minos y plazos procesales, de notificaciones, de improcedencia de re-
cursos, de pruebas, de tramitación y sustanciación, y de resoluciones), 
éstos mostrarían su insuficiencia en el proceso electoral de 1991 (parti-
cularmente en materia de nulidades y en el sistema de pruebas) lo que 
abrió el camino a la siguiente reforma. 

La reforma electoral de 1993. Significó un paso decisivo en la judi-
cialización plena de las controversias electorales y en el fortalecimiento 
de las instituciones, principios y regulaciones del sistema electoral na-
cional, sobresaliendo de ésta reforma, en el ámbito de la justicia electo-
ral, los aspectos siguientes: 
 
 

                                            
43 GUTIÉRREZ, Roberto y Alejandro BECERRA, “Las Reformas Electorales en el Perio-
do 1989-1995”, Evolución Histórica de las Instituciones de Justicia Electoral en 
México, pp. 255-276. 
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 Confirió por primera vez, al Tribunal Federal Electoral, la cate-
goría de órgano autónomo y máxima autoridad jurisdiccional y 
de pleno derecho en materia electoral. 

 Desaparece el sistema de autocalificación, heredado desde la 
Constitución de Cádiz de 1812, adoptándose el sistema de hetero-
calificación administrativa o jurisdiccional, según fueran objeto 
o no de impugnación las declaraciones de validez que emitieran 
los órganos del IFE. 

 Se confiere al Tribunal la facultad para resolver en forma defi-
nitiva e inatacable los medios de impugnación que se presenta-
ran respecto a la elección de diputados y senadores. 

 Incorporó por vez primera, al Poder Judicial Federal, en la debida 
conformación del TRIFE, a través de los magistrados de Segun-
da Instancia (Sala), mediante la propuesta correspondiente de 
los candidatos (magistrados de la judicatura) por la Suprema 
Corte a la Cámara de Diputados o en su caso, a la Comisión 
Permanente. 

 A la Sala de Segunda Instancia se dio la competencia para co-
nocer el recurso de reconsideración contra las resoluciones de 
las Salas Central y Regional, sobre los recursos de inconformi-
dad (de los partidos) en  contra de las elecciones de diputados y 
senadores o de la asignación de diputados de representación 
proporcional hecha por el Consejo General del IFE, siempre y 
cuando se esgrimiera agravios —requisito especial o presupues-
to— que pudieran llevar a una resolución que pudiera modificar 
el resultado de la elección  controvertida.44 
 

La reforma electoral de 1996. Con ésta, como lo expresa Fermín Pé-
rez Montes,45 se alcanza la judicialización total en materia del con-
tencioso electoral, la cual en sus líneas fundamentales destaca: a) en 
cuanto al órgano jurisdiccional, se revisaron a profundidad su estructu-
ra y los mecanismos para su integración; b) en relación al sistema de 
medios de impugnación, se rediseñarían las reglas y procedimientos 
sobre la procedencia de éstos; y c) respecto al control de la constitucio-
nalidad, se establecieron nuevos mecanismos de control constitucional 
sobre leyes y actos en materia electoral, en los ordenes federal y estatal, 

                                            
44 DE LA PEZA, J. Luis, op. cit., nota 35, pp. 849-852. FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. 
Fernando, “Testimonios del Control…”,  op. cit., nota 35, pp. 127-131. 
45 PÉREZ MONTES, Fermín, “La Consolidación del TEPJF”, Evolución Histórica de 
las Instituciones de la Justicia Electoral en México, México, TEPJF, 2002, p. 485. 
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además de incluirse nuevos mecanismos de protección constitucional a 
los derechos político-electorales de los ciudadanos. 

Sin duda, el contenido de estas reformas constitucionales y regla-
mentarias de 1996, por su amplitud, profundidad y alcances, represen-
tan la síntesis de un proceso histórico iniciado al menos en forma 
sostenida y continua, en 1977, y por ende es la de mayor trascendencia 
—en lo que coinciden la mayoría de los estudiosos de este tema—46 en 
la historia electoral del país, mereciendo destacarse como los aspectos 
más sobresalientes en el ámbito de la justicia electoral, los siguientes: 

 
• Se incorpora el Tribunal Electoral al Poder Judicial de la Fede-

ración, definiéndolo como la máxima autoridad en la materia y 
órgano especializado […]”, con la sola excepción de las accio-
nes de inconstitucionalidad que se atribuyeron directamente a la 
Suprema Corte. 

• Se establece una Sala Superior y cinco Salas Regionales. 
• Los magistrados serán nombrados por el Senado, con el voto de 

las dos terceras partes de los miembros presentes, a propuesta 
de la Suprema Corte. 

• Las acciones de inconstitucionalidad, para las leyes electorales 
federales y locales podrán ser promovidas también por los par-
tidos políticos con registro (IFE), por conducto de sus dirigen-
cias nacionales. También los partidos estatales, pueden ejercerla 
contra las leyes electorales locales, por conducto de sus dirigen-
cias. 

• Se establece el mandato que las leyes electorales federales y lo-
cales deberán ser promulgadas, publicadas y puestas en vigor 
cuando menos 90 días antes de que inicie el proceso electoral en 
el que habrán de aplicarse; durante el desarrollo de un proceso 
electoral no podrá haber modificaciones legales fundamentales. 

• Establece un sistema de medios de impugnación para garantizar 
los principios de constitucionalidad y legalidad, de los actos y 

                                            
46 FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. F., op. cit., nota 35, dice: “han sido las más trascen-
dentes al permitir un avance sustancial en la legalidad, certeza, objetividad, imparcia-
lidad e independencia en el ejercicio de la función electoral.” Núñez J., ARTURO, op. 
cit., nota 37, “fue el último y trascendental paso para establecer en México un sistema 
integral de justicia electoral.” WOLDENBERG, José, op. cit.,  “culminó el proceso que 
generó amplios márgenes de certeza en el terreno de lo contencioso electoral; con un 
Tribunal como garante de la legalidad”. OJESTO MARTÍNEZ P., J. Fernando, op. cit., 
nota 35, “[…] se logra una de las reformas electorales más arduas pero con mayor 
consenso en la historia del país”. 
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resoluciones electorales tanto federales como de las entidades 
federativas; el sistema dará definitividad a las distintas etapas de 
los procesos electorales y protegerá los derechos políticos de los 
ciudadanos. 

• La calificación de la elección presidencial (deja de ser facultad 
del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados), se encomienda 
al Tribunal Electoral, cuya Sala Superior, hará el cómputo final 
y formulará las declaratorias de validez y de Presidente electo. 

• Se faculta al Tribunal Electoral (Sala Superior) para resolver las 
impugnaciones de actos y resoluciones definitivas y firmes de 
las autoridades competentes de los estados y el Distrito Federal, 
siempre que puedan ser determinantes para el desarrollo del 
propio proceso o el resultado final de los comicios. 

• Se establece la protección de los derechos políticos de los ciu-
dadanos, confiriéndole al Tribunal resolver en forma definitiva 
e inatacable las controversias que deriven de los actos y resolu-
ciones que vulneren los derechos de votar, ser votado y de afi-
liación libre y pacífica con fines políticos.  Con ello, se llenó el 
vacío originado por la improcedencia del amparo, tratándose de 
derechos políticos del ciudadano. 

• Las posibles contradicciones de tesis sobre la inconstitucionali-
dad de algún acto, resolución, o sobre la interpretación de un 
precepto de la misma Constitución, que pudiesen presentarse 
entre las Salas del Tribunal y las Salas o el Pleno de la Suprema 
Corte, serán resueltas por ésta al decidir en definitiva cuál tesis 
ha de prevalecer.  

• En relación con el control de la constitucionalidad y legalidad 
de los actos y resoluciones de las autoridades electorales locales, 
a cargo del Tribunal, se reformó el artículo 116 Constitucional, 
para establecer —en nueve incisos— las bases y los principios 
que en la materia deben garantizar plenamente las constitucio-
nes y ordenamientos legales de los estados.47 

 
Consecuente con la amplitud de la reforma constitucional electoral, 

se realizó una vasta reforma reglamentaria al COFIPE, a la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial Federal, a la Ley reglamentaria de las fracciones 

                                            
47 BECERRA, Ricardo, Pedro SALAZAR, José WOLDENBERG, La mecánica del cambio 
político, México, Cal y Arena, 2005, pp. 448-452. NÚÑEZ JIMÉNEZ, Arturo, op. cit., 
nota 37, pp. 268-271. 
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I y II del artículo 105 de la Constitución, y se expidió una nueva Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral 
(LGSMI), todas ellas publicadas en el Diario Oficial del 22 de noviem-
bre de 1996. 

Sin duda, en el balance, esta reforma es significativa por haber con-
solidado un sistema de justicia electoral que excluyó en forma definiti-
va, la intervención y decisión de órganos políticos en materia de elec-
ciones, y abrió paso a una instancia jurisdiccional nacional, común y 
única en última instancia, con jerarquía constitucional, como garante de 
constitucionalidad y legalidad de todo proceso electoral.  También, ello 
contribuiría a garantizar para todos condiciones igualitarias y universa-
les de imparcialidad, certeza, transparencia y legalidad, es decir, a pro-
piciar mejores y mayores condiciones de calidad en la democracia 
mexicana. 

La consistencia, objetividad y viabilidad de esta reforma se ha pues-
to a prueba en los procesos electivos federales de 1997, 2000 y 2003, 
así como en diversos procesos del orden local; en su vertiente de impar-
tición de justicia, han mostrado sus bondades y el creciente desarrollo 
de una cultura de legalidad en materia electoral.  Hoy los temas predo-
minantes en el escenario político, ya no son el fraude electoral o la des-
calificación ex ante facto de todo proceso, la falta de imparcialidad y 
transparencia; han surgido y se ventilan distintos tópicos de justicia 
electoral, que nos indican que es un marco normativo perfectible, sin 
embargo, el hecho de que a cerca de diez años de la gran reforma de 
1996, no haya habido el imperativo de otra reforma estructural, nos 
lleva a reflexionar —cosa de la que nos ocuparemos más adelante—, 
sobre el gran papel que está teniendo la jurisdicción electoral, con la 
creación de jurisprudencia e importantes precedentes no sólo en la so-
lución de controversias, sino también en la función de recreación e in-
tegración normativa del nuevo derecho electoral mexicano. 

No obstante, conviene señalar que de 1997 a la fecha, sólo se han 
realizado tres reformas en la materia electoral que sin dejar de recono-
cer su importancia, no se ocupan del tema que analizamos, por lo que 
sólo las enunciaremos enseguida, en su contenido genérico: 

La primera, fue aprobada el 30 de abril de 2002 y publicada en el 
DOF el 24 de junio de 2002, se refiere a las obligaciones de los parti-
dos políticos sobre equidad de género en candidaturas de elección po-
pular y las facultades del IFE para garantizar su observancia. 

La segunda, fue aprobada el 28 de diciembre de 2003 y publicada en 
el DOF el 31 de diciembre del mismo año, se ocupa de establecer los 
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requisitos y el procedimiento para el registro de una agrupación política 
nacional como partido político nacional. 

Y finalmente la última reforma electoral, aprobada el 28 de junio de 
2005, publicada en el DOF el 30 el mismo mes  y año, establece las 
bases, requisitos y procedimientos conforme a los cuales la autoridad 
electoral (IFE) organizará y captará el ejercicio del derecho al sufragio 
de los ciudadanos mexicanos en el extranjero. 
 
 
3. Acceso y Resultados de la Justicia Electoral en México 
 
Después de haber analizado en los segmentos  precedentes, qué es la 
democracia, qué principios o valores, elementos y procedimientos   
la caracterizan —reglas universales procedímentales, diría Bobbio, o las 
tres dimensiones de la calidad democrática diría Morlino— como una 
democracia de o con calidad, así como también hemos hecho una revi-
sión sucinta, desde la perspectiva única de la justicia electoral juris-
diccional, de la evolución o transformaciones que en lo normativo e 
institucional ha tenido el sistema electoral mexicano, en el periodo 
(1977-1996) identificado como de la transición democrática del país; 
ahora conviene preguntarnos, retomando el objetivo de análisis del títu-
lo de este trabajo, ¿porqué o con base en qué puede afirmarse que en 
México se ha registrado una transición a la democracia, durante ese 
lapso?, ¿qué indicadores y resultados pueden acreditar que nuestro país 
vive hoy una democracia de calidad, mejor que en años anteriores? 

Desde luego advertimos que una respuesta a esas preguntas genera-
les, rebasa en mucho los alcances de éste análisis, por lo cual es perti-
nente aclarar que nuestra indagación tendrá como referente de partida, 
la dimensión de la rule of law entendida como respeto y supremacía 
de la ley, en la vertiente de la justicia electoral.  En este contexto, exis-
ten una diversidad de temas de una gran relevancia, tales como el de la 
autonomía e independencia de los órganos jurisdiccionales, respecto a 
los otros órganos de poder; el de las condiciones de igualdad y facilidad 
para que todos quienes tengan un interés jurídico, puedan acceder y 
concitar la decisión (sentencia) del tribunal; cómo se refleja el principio 
de garantía de debido proceso legal en la legislación electoral y con qué 
tanta expeditez y apego a derecho se observa; y finalmente, qué nivel 
de aceptación y cumplimiento han tenido las sentencias emitidas por  
los tribunales de justicia electoral. Estas, entre otras, son cuestiones e 
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indicadores de medición de los niveles de calidad, de aceptación y de 
confianza de la ciudadanía, en la democracia. 

A este respecto, J. Jesús Orozco Henríquez dice que con el objeto de 
fortalecer la justicia electoral, los sistemas contenciosos electorales 
tienden a establece, diversas “garantías orgánicas, judiciales o jurisdic-
cionales”, conformadas por medidas constitucionales y legales para 
lograr la autonomía funcional, la efectividad y  eficiencia de los órga-
nos encargados de impartir justicia electoral, así como la independencia 
e imparcialidad de sus miembros frente a los demás órganos del poder 
público y los propios partidos políticos, a fin de estar en aptitud de re-
solver en sus méritos de manera objetiva e imparcial, las cuales con-
sisten, por ejemplo, en la consagración jurídica de su autonomía y/o 
independencia del órgano electoral supremo y sus miembros, el meca-
nismo de designación de los miembros del órgano electoral supremo 
(destacando al respecto los sistemas que le confieren tal atribución a la 
correspondiente Corte Suprema de Justicia y/o a una mayoría calificada 
de alguna o, en su caso, ambas cámaras del respectivo Congreso a fin de 
asegurar su idoneidad y la obtención del consenso entre las respectivas 
fuerzas políticas; los requisitos de idoneidad, tanto profesional como 
partidista que deben satisfacer; la permanencia del órgano y la estabi-
lidad de los miembros en el ejercicio de su encargo; el régimen de 
responsabilidad aplicable, su autonomía financiera y el ámbito de sus 
atribuciones normativas en materia contencioso electoral.48 

En efecto, este tema de la autonomía e independencia absoluta tanto 
del órgano jurisdiccional como de sus integrantes, como garantía de 
imparcialidad, objetividad, profesionalismo y legalidad en sus decisio-
nes, ha estado en la base de todos los cuestionamientos y preocupa-
ciones desde la creación en 1986-1987, del Tribunal de lo Contencioso 
Electoral (TRICOEL), en la cual los nueve magistrados a propuesta de 
los partidos políticos, eran elegidos por al Cámara de Diputados o en su 
caso, por la Comisión Permanente; con una duración en su encargo por 
dos procesos electorales ordinarios sucesivos, pudiendo ser ratificados; 
y con una ubicación en el ámbito administrativo y no en el judicial.  
Después con la reforma electoral de 1990, en que se crea el Tribunal 
Federal Electoral, se le confiere la naturaleza de órgano autónomo, in-
tegrado con magistrado y jueces instructores, designados los primeros a 
propuesta del Ejecutivo Federal, con la aprobación de las dos terceras 

                                            
48 OROZCO HENRÍQUEZ, J. Jesús, “Sistemas de Justicia Electoral en el Derecho Com-
parado”, Seminario Internacional de Sistemas de Justicia Electoral.- Evaluación y 
perspectiva, México, TEPJF, 2001, pp. 56-57. 
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partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados.  Con la 
reforma de 1993 se ratifica la autonomía y se le confiere el atributo de 
máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral; se crea una nueva 
Sala de “segunda instancia” —además de las cuatro regionales— en 
cuya integración interviene la Suprema Corte, pues ésta la integrarían 
cuatro miembros de la Judicatura Federal, y serían electos para cada pro-
ceso electoral por el voto de las dos terceras partes (mayoría calificada) 
de los miembros presentes de la Cámara de Diputados. Y, finalmente 
en la reforma de 1996, con la incorporación del Tribunal Electoral al 
Poder Judicial de la Federación, como órgano especializado de éste y 
máxima autoridad jurisdiccional en la materia, se consolida la autono-
mía e independencia de este órgano judicial, pues los requisitos, res-
ponsabilidades, reglas de operación interna quedan enmarcados en el 
ámbito del Poder Judicial de la Federación, y el nombramiento de los 
magistrados se hace a propuesta en terna para cada caso, de la Suprema 
Corte al Senado de la República —ya no a los Diputados- debiendo ser 
electos también por mayoría calificada de las dos terceras partes, y con 
una duración en el encargo, no prorrogable, de 8 años para los de Salas 
Regionales y de 10 años para los magistrados de la Sala Superior. 

En relación a los otros indicadores de calidad que señalamos, referi-
dos a la relación del órgano jurisdiccional —en el ejercicio de sus 
funciones— con los actores, directa o indirectamente, de los procesos 
electorales, es un aspecto del cual conviene destacar su vinculación 
directa con las llamadas garantías procesales de las partes, en los siste-
mas de medios de impugnación electoral, garantías que, como atina-
damente lo describe Orozco Henríquez, están dirigidas a lograr en los 
justiciables, no sólo el derecho formal a solicitar y obtener la presta-
ción jurisdiccional sino un verdadero y real acceso a la justicia y la 
tutela judicial efectiva, a través de los derechos de acción procesal y a 
la administración de justicia expedita y gratuita, así como el derecho de 
defensa y a que se respeten las formalidades esenciales del procedi-
miento, con el objeto de que las partes puedan hacer valer de manera 
eficaz sus pretensiones (siendo relevante al respecto conocer las regula-
ciones normativas sobre por ejemplo: los sujetos legitimados para 
promover los distintos medios de impugnación, sea partidos, otras agru-
paciones políticas, candidatos, ciudadanos, etcétera, términos y plazos, 
formas de notificación, medios de prueba que se pueden ofrecer, facul-
tad del órgano jurisdiccional para ordenar en su caso, diligenciación de 
pruebas para mejor proveer, sistema de valoración de pruebas, la insti-
tución de la suplencia de la queja o de la deficiencia en la argumenta-
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ción de los agravios y medios para hacer efectivo el cumplimiento de sus 
resoluciones por el órgano judicial electoral, etcétera).49 

La diversidad de los medios de impugnación, la precisión jurídica 
conceptual de algunos de ellos en función de la naturaleza administrati-
va o jurisdiccional del órgano resolutor y la complejidad que tiene la 
construcción de un sistema integral, congruente y completo de medios 
de impugnación, con una competencia tanto para el ámbito federal co-
mo local, encuentra una justa y precisa expresión como gran síntesis y 
resultado de un esfuerzo legislativo y de negociación entre las fuerzas 
políticas del país, en la Ley del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral, de noviembre de 1996. 

Consideramos que ésta refleja en sus contenidos, alcances y limita-
ciones, las preocupaciones de los actores políticos por dotar al sistema 
electoral, de los instrumentos, principios y reglas procedímentales que 
permitieran avanzar en la observancia de la legalidad, transparencia y 
seguridad jurídica de los procedimientos electorales del país. 

En términos reales, la construcción del nuevo sistema se inicia con 
la reforma electoral de 1986-1987 y de las subsecuentes hasta 1996, en 
las que paulatinamente se van incorporando las reglas de transparencia 
y legalidad que en su aplicación y resultados, como veremos, han dota-
do de una mayor credibilidad y confianza a las elecciones celebradas en 
los tres últimos procesos. 

Con la reforma de 1986-1987, además de la creación del Tribunal de 
lo Contencioso Electoral (TRICOEL), en base a un nuevo Código Fe-
deral Electoral, en el que se regulan básicamente dos recursos de natu-
raleza jurisdiccional: el de apelación (contra las resoluciones emitidas 
en los recursos administrativos de revisión y revocación por la autori-
dad electoral) y el de queja (contra los resultados consignados en actas 
de cómputo distritales y la validez de cualquier elección). Conforme al 
Código, éstos recursos se instruyen de acuerdo a la etapa del proceso 
electoral; así, el de apelación en la etapa preparatoria; el segundo, por 
actos durante la jornada y posterior a ésta. Asimismo, se establecía, 
quiénes tenían legitimación para promover los recursos, reglas de for-
ma para su presentación, pruebas (sólo documentales públicas), así 
como términos y plazos para su presentación, trámite, dictado de reso-
lución y notificaciones, los cuales fluctuaban de 24 horas a cinco días. 
Sólo cabe destacar, de los resultados estadísticos50 del proceso de 1988, 

                                            
49 Ibidem, p. 57. 
50 FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. Fernando, “El Tribunal de lo Contencioso Electoral: 
Función y su Futuro”, Informe de actividades del Tribunal de lo Contencioso Electo-
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el alto número de asuntos desechados por notoria improcedencia, lo que 
reflejó el desinterés de los partidos o la inexperiencia de los actores de 
esa elección; también la rigidez en materia probatoria y, al no haberse 
modificado ninguno de los resultados electorales finales (derivado de 
los recursos de queja fundados), los inconvenientes de la prevalencia 
del criterio político por parte del Colegio Electoral, lo cual sin duda, 
como lo señala acertadamente Fernando Franco, “agosto-septiembre de 
1988 fue el inicio real del proceso en el que se sentenció a muerte a los 
Colegios electorales”.51 

En la reforma de 1989-1990, el nuevo Código Electoral (COFIPE) 
desarrolla un procedimiento contencioso electoral con mayor rigor téc-
nico-jurídico, a fin de dar mayor firmeza jurídica a sus resoluciones y 
generar un ambiente de mayor confianza política e institucional en el 
país.  Para ello, el sistema de medios de impugnación, prevé como úni-
cos recursos jurisdiccionales: el de apelación (durante los 2 años pre-
vios al proceso, contra actos y resoluciones de los órganos del IFE, y en 
el curso de los procesos, contra actos y resoluciones de la autoridad 
electoral), y el recurso de inconformidad (durante la elección, contra 
los resultados de los cómputos distritales o locales; y eventualmente, la 
Salas Regionales eran competentes para anular las votaciones en casi-
llas o hasta la elección de diputados y senadores, pero revisables y mo-
dificables por los Colegios Electorales). 

Respecto a la parte estrictamente procesal, se regula con mayor pre-
cisión lo siguiente: 

 
 […], quién puede interponer cada recurso y los plazos para hacerlo; 
se precisan la forma y términos en que deberán hacerse las notifica-
ciones; se determinan las partes en el procedimiento para tramitar un 
recurso; se fijan las causas por las que se desecharán los recursos no-
toriamente improcedentes; se autoriza la acumulación de expedientes 
de recursos que lo ameriten; se detallan los requisitos para la interpo-
sición de recursos y el procedimiento para su tramitación, que inclu-

                                            
ral Federal: Proceso Electoral 1987-1988”, México, TRICOEL, 1989, pp. 194, 197 y 
449. Señala que con base en ésta reforma, entre 1987 y 1988, se interpusieron 23 
recursos de apelación ante el Tribunal, de los cuales, sólo 15 se resolvieron, y los 
otros se reservan por su vinculación con recursos de queja.  En relación a estos, se 
interpusieron un total de 593 recursos de queja, que el TRICOEL tuvo que resolver en 
un plazo de 39 días, destacando que del total sólo 64 (10.79%) se declararon fundados 
parcial o totalmente, 181 (30.52%) se desecharon por notoria improcedencia, por no 
cumplir requisitos de forma o se carecía de legitimación, 324 (54.63%) se declararon 
infundados por falta absoluta de pruebas o las ofrecidas no eran idóneas. 
51 FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. Fernando, op. cit., nota 35, p. 107. 
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ye garantía de audiencia para el tercero interesado y la realización de 
todas las diligencias que sean necesaria por parte de los jueces ins-
tructores; se amplían las pruebas que pueden aportarse; se ordenan 
las reglas para emitir las resoluciones; se definen los efectos de las 
mismas, y se regulan los criterios con el fin de evitar contradicciones 
en las resoluciones o para revocarlas de ser necesario.52  

 
Esto es, con ello se dotó al tribunal de mejores y más completos ins-

trumentos institucionales y técnicos para resolver, con lo que se dio un 
avance en las bases y desarrollo de una cultura de litigio electoral, por 
la vía jurisdiccional contenciosa y no por otras vías extralegales.  Sin 
embargo, a propósito de los resultados de la elección de 1991,53 Fer-
nando Franco González Salas, destaca que por primera vez se anulaba 
la elección de un distrito por la vía jurisdiccional; que el Colegio Elec-
toral de la Cámara de Diputados, no obstante las amplias facultades que 
tenía para modificar las resoluciones del Tribunal, sólo observó cuatro 
sin cambiar sentido o alcance de la resolución; y, en general, resalta la 
aceptación general de los resultados y el cambio en el debate que pasó 
de los temas de fraude, irregularidades y abusos, a los de equidad en la 
contienda y a la parcialidad de los colegios electorales,54 lo que eviden-
temente condujo al siguiente paso decisivo en 1993, para la judicializa-
ción de las controversias electorales. 

Con la reforma electoral de 1993, como ya vimos, la supresión de la 
autocalificación en las Cámaras de Diputados y Senadores (Colegios 
Electorales), obligó a modificaciones y ajustes de concepción y proce-
dímentales en los medios de impugnación.  En este marco, se ampliaron 
las atribuciones de los jueces instructores para la sustanciación y trami-

                                            
52 NÚÑEZ JIMÉNEZ, Arturo, La reforma electoral de 1989 a 1990, México, FCE, 1993, 
p. 137. 
53 México, IFE, Memorias del Proceso Electoral Federal de 1991, México, tomo 1, 
vol. 5, Pp. 9, 104, 105 y 204. Destaca respecto a las elecciones de 1991 (intermedias) 
en que se renovaron Cámara de Diputados, Asamblea del D.F., y la mitad de los sena-
dores, conforme a la reforma de 1986, que durante la etapa preparatoria se interpusie-
ron un total de 42 recursos de apelación; y para objetar resultados de cómputos, se 
promovieron 465 recursos de inconformidad. De los 42 recursos de apelación, sólo 
se declararon fundados parcial o totalmente 3, revocados 11, confirmando resolución 
4, modificando resolución 3, infundados 4 y entre desechados y sobreseídos 15. De 
los 465 recursos de inconformidad, se desecharon 240, sobreseyeron 23, declarados 
infundados 79, por no interpuestos 22, parcialmente fundados 89 y fundados 4. Se 
decretó la nulidad de la elección  del V Dto. De Coahuila, por irregularidades en más 
del 20% de las casillas instaladas. 
54 FRANCO GONZÁLEZ SALAS, J. Fernando, op. cit., nota 35, pp. 122-123. 
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tación de los recursos, se crearon los secretarios de acuerdos en las Sa-
las, así como otras medidas para incrementar la eficiencia y eficacia en 
la impartición de justicia electoral.  De igual manera, para beneficio de 
los ciudadanos y los partidos políticos, conforme al nuevo esquema 
de calificación, se instruyeron una serie de novedosas figuras e instru-
mentos jurídico procesales, entre las que destacaron: la depuración de 
las reglas de procedimiento de los recursos (legitimación, plazos y 
términos, notificaciones, causales de improcedencia, desechamiento, 
acumulación y sobreseimiento); la posibilidad de la suplencia en la 
deficiencia de la argumentación de los agravios; la suplencia total del 
derecho omitido por los recurrentes; modificación trascendente para la 
ampliación de los medios probatorios (se aceptarían medios técnicos y 
presuncionales en sentido amplio); ampliación de plazos para la inter-
posición del recurso de inconformidad; la aclaración y ampliación de 
las causales de nulidad de votación en casillas; y el establecimiento 
de una “causal genérica de nulidad de elección”, que rompe la inercia de 
un sistema de nulidades tasada y cerrada. 

Con este reforzado marco procesal, se efectuaron las elecciones de 
1994, para la renovación del Poder Ejecutivo, Senadores, Diputados y 
representantes de Asamblea del DF., cuyos resultados55 reflejan, por un 
lado, la pertinencia de las reformas realizadas por consenso y, por otro, 
la legitimación del proceso en base a la transparencia y legalidad de los 
procedimientos contenciosos (por primera vez de forma regular, se abrie-
ron paquetes electorales para verificación, y se aceptaron probanzas en 
medios de reproducción magnética o visual); se emitieron resoluciones 
ágiles, oportunas y con estricto apego a legalidad, cuyos efectos (anula-
ción de dos elecciones de diputados —Distritos XXII Veracruz y IV 
Puebla—, en que se aplicó la causal genérica o abstracta, por primera 
vez; se revocaron 8 constancias de mayoría, una revocación de cons-
tancia de primera minoría de senador y el Tribunal otorgó 6 nuevas 
constancias de mayoría) fueron puntualmente respetados y cumplidos 
por autoridades, partidos y candidatos, sin sobresaltos ni conflictos de 

                                            
55 PEREZ MONTES, Fermín, op. cit., nota 45, pp. 480-484. También ver: México, 
TEPJF, Memoria 1994, TEPJF, México, pp. 321 y ss. En el que se destaca que al 
término del proceso, la estadística jurisdiccional reportó la atención de un total de 81 
mil 549 recursos (apelación, inconformidad, reconsideración) de los cuales 80 mil 083 
de apelación (de los cuales 80 mil 023 fueron recursos ciudadanos en materia de re-
gistro federal de electores); 1232 recursos de inconformidad, y 211 de reconsidera-
ción.  Del total, por el sentido de la resolución, se declararon fundados 77 mil 261 
recursos, parcialmente fundados 275, infundados 1,190, desechados 2,574, sobreseí-
dos 203, entre otras vías de menor significación. 
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otra naturaleza. Así, el nuevo sistema sin Colegios Electorales, para 
diputados y senadores, pasó la prueba, no obstante el notable incremen-
to en el número de impugnaciones planteadas y de resoluciones del 
Tribunal adversas a las autoridades administrativas electorales, a los 
partidos y candidatos. Nuevamente el debate, se orientó como en el 
proceso de 1991, hacia otros temas vinculados al nivel de equidad y 
fiscalización de recursos financieros. 

La trascendencia estructural de la reforma de 1996, imprimió una je-
rarquía y especialización tal a la materia electoral, que hacia convenien-
te el contar con una ley específica, como la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, en la que se desarrollan 
las “reglas procedímentales” a seguir, en el caso de la presentación de 
recursos para garantizar la legalidad de actos y resoluciones en materia 
electoral federal; de juicios para impugnar la declaración de validez 
de las elecciones de diputados y senadores, así como el de protección de 
los derechos político-electorales de los ciudadanos y el de revisión 
constitucional electoral para garantizar la constitucionalidad y legalidad 
de actos o resoluciones de las autoridades locales, en los procesos elec-
torales de las entidades federativas. 

En atención a los objetivos de este estudio, sólo apuntaremos algu-
nos de los principios o reglas procedímentales que guían el desempeño 
de la actividad jurisdiccional de la máxima autoridad judicial electoral del 
país, para garantizar la tutela completa del derecho de acceso real y 
efectivo a la justicia electoral, y con ello, entender su efecto reflejo en 
los resultados de los procesos electorales, tanto en sus aspectos forma-
les como materiales, en su contexto político. 

Este ordenamiento sistematiza y desarrolla en cinco libros los temas 
torales: de los medios de impugnación (disposiciones generales y reglas 
comunes aplicables a los medios de impugnación); de los medios de 
impugnación y de las nulidades en materia electoral federal (del recurso 
de revisión, del recurso de apelación, del juicio de inconformidad, del 
recurso de reconsideración y de las nulidades); del juicio para la pro-
tección de los derechos político-electorales del ciudadano; del juicio de 
revisión constitucional electoral; y finalmente, del juicio para dirimir 
los conflictos o diferencias laborales de los servidores del IFE. 

Este ordenamiento, establece reglas comunes aplicables para el trá-
mite, sustanciación y resolución de cualquier medio de impugnación, 
salvo que la propia ley prevea una regla especial atendiendo la singula-
ridad de cada uno de ellos.  En este contexto, Leonel Castillo González, 
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resalta la particular importancia de los principios o reglas procedímen-
tales generales o comunes siguientes: 

 
a) Plenitud de jurisdicción, como facultad obligación del Tribunal de 

decidir sobre la totalidad de las pretensiones, defensas y excepcio-
nes hechas valer por las partes, para determinar a quien le asiste la 
razón sustancial en las posiciones que asuman, en aras de privile-
giar la prontitud en la resolución de los asuntos. 

b) Requisitos formales de los medios de impugnación, que coinciden 
con los previstos en cualquiera otra jurisdicción, tratados con aper-
tura en cuanto a su acreditación, siempre y cuando quede cubierta 
su esencia y no se afecten derechos de las otras partes o de terceros 
(corrigiendo oficiosamente el error del actor −subsanable− a fin de 
facilitar la posibilidad de resolver en el fondo y cumplir con los fi-
nes de la justicia). 

c) Causas de improcedencia, que motivan el desechamiento de los 
medios, sólo comprende los casos expresa y claramente determina-
dos en la ley, sin embargo, la actividad jurisdiccional electoral ha 
buscado orientarse por las corrientes doctrinales más avanzadas, 
que han dado base en algunos casos o hipótesis, a una intelección 
que atempera el rigor de la misma, a efecto de no denegar justicia. 

d) Las partes, que son el actor, la autoridad responsable y el tercero 
interesado, permitiéndose que participen sujetos diversos a las par-
tes, los candidatos, como coadyuvantes del partido, pero sujeto a 
ciertas reglas. 

e) Legitimación y Personería, referida principalmente a los partidos 
políticos y a quienes conforme a la ley, pueden acudir exclusiva-
mente a los medios de impugnación en su representación, y salvo 
las excepciones que marcan las reglas especiales de los distintos re-
cursos. 

f) Las pruebas, cuya ampliación ha previsto la ley, siempre y cuando 
sean idóneas a lo que se pretende probar y sin afectar la agilidad 
que necesita el procedimiento en su sustanciación y resolución. 

g) Valoración de pruebas, conforme a las reglas de la lógica, de la sana 
crítica y de la experiencia, apoyándose el Tribunal en las constan-
cias del expediente, afirmaciones de las partes, la verdad conocida y 
el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí y generen 
convicción sobre la veracidad de los hechos esgrimidos por las par-
tes. 
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h) Sustanciación, referida a la etapa del procedimiento en la cual las 
Salas del Tribunal realizan la instrucción del proceso —actuaciones 
y diligencias— para ponerlo en estado de resolución: en ésta el ma-
gistrado electoral y en su caso, el Tribunal tienen amplias facultades 
para requerir, apercibir, ordenar diligencias para desahogar o per-
feccionar pruebas, siempre y cuando no impliquen dilación u obs-
taculicen resolver en los plazos conforme a ley y con justicia. 

i) Resoluciones o Sentencias, que deben reunir los requisitos formales 
que exige cualquier ordenamiento procesal, sin embargo, para fo-
mentar la seguridad y la certeza en la solución de conflictos (la 
previsibilidad en el sentido de las resoluciones bajo una misma 
hipótesis, que cualquier justiciable espera), se ha considerado acor-
de a derecho que los razonamientos de los tribunales sean similares 
en asuntos con semejantes circunstancias o supuestos. 

j) Al dictar sus resoluciones, el Tribunal Electoral, salvo en los casos 
del juicio de revisión constitucional y en el recurso de reconsidera-
ción, cuenta con un instrumento procesal de gran valía, al tener la 
atribución para corregir los errores o deficiencias en que incurran 
los promoventes del medio de impugnación en sus argumentos o en 
sus fundamentos de derecho (agravios o en la cita errónea o falta de 
cita de disposiciones legales). 

k) Por cuanto a la ejecución de sus sentencias, al ser el Tribunal Elec-
toral la máxima autoridad jurisdiccional en la materia que resuelve 
en forma definitiva e inatacable, por ende ninguna autoridad puede 
cuestionar la legalidad de los fallos que emita y en su caso, sólo a él 
corresponde determinar cuando una sentencia es inejecutable. 

l) Notificaciones, salvo las reglas especiales, aplica la genérica o co-
mún de que durante los procesos electorales éstas podrán realizarse 
en cualquier día y hora; respecto a la forma, se harán por la vía más 
idónea en aras de asegurarse que los interesados tengan conoci-
miento inmediato de las resoluciones, para lo cual se podrán utilizar 
los avances de la tecnología (telegrama, fax u otros, en casos urgen-
tes) además de los tradicionales en el ámbito jurisdiccional, y surten 
efectos a partir de que se tenga constancia de su recepción o acuse 
de recibo.  Por regla general, las diligencias de notificación se reali-
zan a través de un acto único y en tiempo brevísimo. 

m) Acumulación, figura procesal que ha permitido la resolución pronta 
y expedita de diversos medios de impugnación (reconsideración, 
apelación y de revisión constitucional), e impedido se emitan sen-
tencias con argumentos encontrados, en aras de una mejor justicia. 



EL PAPEL DE LA JUSTICIA ELECTORAL EN LA … 
 

 

97

n) Medidas de Apremio y Correcciones Disciplinarias, como faculta-
des que tiene el Tribunal para hacer cumplir coercitivamente sus 
determinaciones y que hasta ahora no se han requerido, por la bue-
na disposición y espíritu de colaboración de autoridades federales y 
locales, para cumplir con los requerimientos.56 

 
Es evidente que la experiencia obtenida por las fuerzas políticas, en 

los procesos de negociación y renovación del sistema electoral, 1977 a 
1996, aunado a los conocimientos derivados de la praxis electoral, vía 
su participación en los procesos electorales, generó una conciencia so-
bre la necesidad de la formación de cuadros capacitados en el conten-
cioso electoral, cuyos resultados se han ido reflejando en el creciente 
número de impugnaciones de elección a elección, y en la conformación 
de una cultura de litigio y de resolución de los conflictos o diferendos 
por la vía jurisdiccional.  Estas y otras ventajas tienen una clara demos-
tración en los datos estadísticos57 de las impugnaciones planteadas ante 
el Tribunal Electoral, a partir de la vigencia de las reformas de 1996.  
Sobresalen en materia de control de constitucionalidad de leyes electo-
rales —con anterioridad no estaba previsto ningún sistema que per-
mitiese el ejercicio de dicho control— la gran cantidad de acciones 
promovidas ante la Suprema Corte, a quien a partir de 1996, le ha toca-
do desempeñar un papel significativo en lo electoral, como lo expresa 
certeramente Ortiz Mayagoitia “[…], hoy día es ya un poder de equili-
brio y de estabilidad nacional”.58 

                                            
56 CASTILLO GONZÁLEZ, Leonel, “Control de la Constitucionalidad y Legalidad de 
actos y resoluciones electorales”, Sistemas de Justicia Electoral: evaluación y pers-
pectivas, México, TEPJF, 2001, pp. 354 ss. Ver también: México, TEPJF, Estudio 
Teórico Práctico del Sistema de Medios de Impugnación Electoral, México, 2000, 
pp. 41-63; Id., Instructivo de Medios de Impugnación, México, 2003, pp. 4-15; 
GALVÁN RIVERA, Flavio, Derecho Procesal Electoral Mexicano,México, Porrúa, 
2002, pp. 287-361. 
57 Desde el mes de agosto de 1996 —cuando se aprobó la reforma constitucional— 
hasta septiembre de 1999, se interpusieron 38 acciones de inconstitucionalidad, de las 
cuales 26 (70%) son en materia electoral, de las cuales sólo dos fueron planteadas por 
órgano legislativo local (Nuevo León y DF.) y el resto por partidos políticos; 18 con-
trovierten constitucionalidad de leyes locales y 2 el COFIPE. ORTIZ MAYAGOITIA, 
Guillermo, “Control de la Constitucionalidad de las Leyes Electorales”, Sistema de 
Justicia Electoral. Evaluación y perspectiva, México, TEPJF, 2001, p. 329. 
58 Idem. 
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Otros registros de impugnaciones planteadas,59 confirman y aportan 
en términos de realidad empírica, variables e indicadores de análisis 
para medir  —sobre parámetros de calidad de una democracia— los 
niveles de avance formal y real en la democratización de nuestro país, 
sin embargo, creemos que estos análisis todavía son un campo virgen 
sobre los cuales todavía hay mucho camino por recorrer, como lo 
muestran los datos sobre la alta incidencia de juicios de revisión consti-
tucional electoral, donde quizás podrían encontrarse indicadores intere-
santes sobre las resistencias al cambio y a la transición democrática en 
algunas entidades federativas; sobre los problemas de capacitación y 
metodología en materia legislativa, entre otras variables de análisis 
interesantes que podrían aplicarse al estudio sobre el estado o situación 
de la democracia en las entidades federativas. 
 
4. Garantismo Jurídico de la Justicia Electoral 
 
Nuestro país transitó en un lapso de diez años de un sistema sin control 
jurisdiccional alguno en materia electoral, a uno omnímodo de control de 
                                            
59 Del 22 de septiembre de 1997 al 31 de octubre de 1998, la Sala Superior del Tribu-
nal Electoral recibió un total de 433 medios de impugnación, de los cuales se clasifi-
can en: 237 juicios de revisión constitucional electoral; 101 juicios para la protección 
de derechos político-electorales del ciudadano; 25 recursos de apelación; y otros que 
se refieren a juicio laborales o asuntos especiales. 
Del 1° de noviembre de 1998 al 30 de septiembre de 1999, la Sala Superior atendió 
un total de 480 diversos medios de impugnación, de los cuales: 311 a juicios de revi-
sión constitucional; 83 a juicios para la protección de los derechos político electorales 
del ciudadano; 25 a recursos de apelación; y los demás a laborales u otros. 
En relación al proceso electoral del año 2000, del 1° de noviembre de 1999 al 11 de 
septiembre de 2000, las Salas del Tribunal Electoral atendieron un total de 2182 im-
pugnaciones, de las cuales 1668 correspondieron al orden federal y 514 contra actos y 
resoluciones de autoridades locales o de índole laboral. 
En la etapa de preparación de la elección, se promovieron 1695 medios, de los cuales 
corresponden: 1345 juicios para la protección de los derechos político electorales del 
ciudadano; 237 juicios de revisión constitucional electoral; 59 recursos de apelación; 
y los demás a laborales y otros. 
En la etapa de resultados y declaración de validez de las elecciones, del 13 al 27 de 
julio, se presentaron 244 impugnaciones, de las cuales: 112 juicios de inconformidad; 
24 juicios para la protección de los derechos político electorales; 5 recursos de apela-
ción, 3 recursos de reconsideración, y otros.   Asimismo, se atendieron, 92 juicios de 
revisión constitucional electoral. 
En la etapa de dictamen y declaraciones de validez de la elección y Presidente electo, 
entre el 28 de julio y 30 de agosto de 2000, se recibieron 185 medios de impugnación, 
siendo: 41 recursos de reconsideración; 27 juicios para la protección de los derechos 
político-electorales y 1 recurso de apelación. 
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la constitucionalidad y legalidad en la materia.  En 1996 varió radical-
mente el sistema que durante más de una centuria sustrajo las leyes y 
los conflictos electorales del control judicial, lo que explica en parte, la 
ausencia tan prolongada de una jurisprudencia y doctrina rigurosa, 
acerca del derecho electoral sustantivo y procesal en México. 

Con la reforma electoral de 1996, constitucional y legal, se estable-
ció un sistema de justicia plenamente judicial, en el cual la Suprema 
Corte de Justicia de la Unión y el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, tienen el reto y compromiso con la justicia constitu-
cional electoral y la vigencia del Estado Constitucional democrático de 
derecho, con el objeto de garantizar: la supremacía de la Constitución y 
la sujeción de las leyes a sus principios; la celebración de elecciones 
libres, auténticas y periódicas; el acceso a la justicia electoral y a su 
impartición en forma completa y efectiva; el pleno respeto a los dere-
chos político-electorales fundamentales de los ciudadanos; el fortaleci-
miento del sistema de partidos políticos; la democracia interna de los 
partidos políticos; la salvaguarda de los derechos de los pueblos y co-
munidades indígenas en sus procedimientos electorales; el control indi-
recto de la regularidad comicial a través del derecho administrativo 
sancionador electoral, así como la sujeción de todos los actos electora-
les, tanto los de las autoridades federales y locales, como los definitivos 
e irreparables de los partidos políticos, a los principios de constitucio-
nalidad y legalidad.60 

En este sentido, el sistema mexicano de justicia electoral (conforma-
do por el conjunto de medios de impugnación en ésta materia) tiene por 
objeto garantizar la vigencia del Estado Constitucional democrático de 
derecho, el cual exige la celebración de elecciones libres, auténticas y 
periódicas, estrictamente apegadas a la Constitución y a la Ley.  Por su 
parte, el sistema federal de medios de impugnación en materia electo-
ral, tiene por objeto garantizar que todos los actos y resoluciones elec-
torales se ajusten invariablemente a los principios de constitucionalidad 
y legalidad, así como asegurar la protección de los derechos fundamen-
tales político-electorales de los ciudadanos de votar y ser votados, al 
igual que los de asociación y afiliación en dicho ámbito. 

Esta función garantizadora o garantista que han venido desarrollan-
do ambos órganos jurisdiccionales, se sustenta en los principios que 
rigen el moderno Estado Constitucional democrático de derecho, en el 

                                            
60 OROZCO HENRÍQUEZ, J. Jesús, “Justicia Constitucional Electoral y Garantismo 
Jurídico”, Cuestiones Constitucionales, México, julio-diciembre, 2005, núm. 13, 
p. 203. 
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cual todos los órganos del poder público se encuentran sometidos a la 
Constitución, que es la norma suprema del sistema, y por tanto la ley 
está subordinada doblemente a la Constitución, tanto en un plano for-
mal como en un plano sustancial.  Además, la existencia de tribunales 
dotados de facultades para controlar la constitucionalidad de actos y 
resoluciones, así como de las normas jurídicas de carácter general, 
constituye uno de los rasgos centrales de las democracias constituciona-
les y, del constitucionalismo moderno; de ahí la importancia del papel 
que los tribunales están llamados a realizar en el moderno “Estado 
constitucional democrático de derecho”.61 

Para entender con mayor claridad la importancia de esta concepción 
garantista en la impartición de justicia electoral, Orozco Henríquez, lo 
hace retomando la propuesta de un modelo multidimensional de demo-
cracia constitucional, de Luigi Ferrajoli, que comprende una redefini-
ción jurídica de la democracia conforme con la cual una democracia 
representativa sustentada en los principios de sufragio universal y de 
mayoría, constituye una condición necesaria más no suficiente, de la 
democracia, toda vez que resulta insostenible la idea de la democracia 
como régimen político basado en un conjunto de reglas que aseguran el 
poder omnímodo de la mayoría.62 

Así, en las democracias constitucionales no sólo es necesario y sufi-
ciente que la creación de las normas, destacadamente las leyes, cum-
plan con ciertos criterios procedímentales para su validez formal sino 
que se requiere, además, que su contenido sea congruente con los prin-
cipios y reglas que constituyen las “normas sustanciales de la demo-
cracia” que constriñen los poderes de la mayoría, mediante límites o 
vínculos en cuanto al contenido.  Precisamente, la constitucionalización 
rígida de los derechos fundamentales, al establecer tales “límites” y 
“vínculos” que se traducen en obligaciones de no interferencia o en 
obligaciones de hacer, han introducido un elemento sustancial en la 
democracia constitucional, en adición a los componentes políticos, me-
ramente formales o procedímentales.63 

Dichas normas sustanciales delimitan el ámbito de lo que Ferrajoli 
ha denominado “esfera de lo indecidible”, lo que significa que los dere-

                                            
61 Ibidem, p. 154. 
62 Ibidem, p. 155. Cfr. FERRAJOLI, Luigi, “Hacia una Teoría Jurídica de la Democra-
cia”, Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales, trad. Lorenzo Córdova, IFE, 
p. 8, Madrid, Trotta, 2000, p. 37. 
63 Ibidem,  p. 156; FERRAJOLI, L. Derechos y Garantías. La ley del más débil, Madrid, 
Trotta, 1999, p. 21. 
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chos fundamentales sólo han de poder ser expandidos, nunca restringi-
dos ni a fortiori, suprimidos.  Desde mi perspectiva aquí radica, junto a 
la existencia de tribunales que garanticen dichos derechos, la clave del 
carácter rígido de las constituciones de los Estados constitucionales 
democráticos de derecho. 

Bajo estas premisas, (Ferrajoli) sostiene un modelo multidimensio-
nal de democracia constituido por cuatro vertientes correspondientes a 
cuatro tipos de derechos fundamentales que el propio Ferrajoli distin-
gue: los derechos políticos, los derechos civiles, los derechos de liber-
tad y los derechos sociales, que dan lugar, a su vez, a las nociones de 
democracia política, democracia civil, democracia liberal y democracia 
social, respectivamente; las cuatro dimensiones, necesarias por sí mis-
mas, tomadas conjuntamente, son condiciones suficientes del modelo 
de democracia constitucional.64 

Dicho modelo implica un robustecimiento y expansión de la juris-
dicción, así como una mayor legitimación de la rama judicial y de su 
independencia frente a los otros órganos del poder público.  En efecto, 
la posibilidad de inaplicar o declarar la invalidez de normas contrarias a 
los principios y derechos fundamentales establecidos en las normas 
constitucionales sustanciales confiere a la jurisdicción “una función de 
garantía del ciudadano frente a las violaciones de cualquier nivel de la 
legalidad por parte de los poderes públicos”.65 

De modo que, bajo este modelo de constitucionalismo, también lla-
mado “garantista”, la idea de sujeción a la ley ha variado, siendo ahora 
no sujeción a la letra de la ley —cualquiera que fuera su significado— 
sino a la ley válida, es decir, conforme con la Constitución. De ahí que 
la interpretación de la ley, especialmente la que realizan los Tribunales 
Constitucionales, constituye una reinterpretación de la ley a la luz de 
la Constitución, y en caso de una contradicción entre la norma inferior 
y la norma constitucional, el juzgador deberá inaplicar o declarar la 
invalidez de la primera cuando tenga facultades para ello o, ante una 
eventual laguna legislativa, aplicar directamente la Constitución, o 
bien, resolver una cuestión interpretativa, en la que  estén en juego di-
versas posibilidades, a favor de aquella que se encuentre conforme con 
la Constitución.66 

                                            
64 Ibidem, pp. 156-157; Id., Hacia una Teoría …,op. cit., nota 62, p. 9. 
65 Ibidem, p. 158; Ferrajoli, Luigi, Derecho y Garantías…, op. cit., nota 63, p. 26. 
66 Ibidem. p. 158. Destaca que tal como lo ha hecho el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial en diversas ejecutorias, por ejemplo, en la sentencia del expediente SUP-
JDC-041/2002, en donde se sostuvo que debe privilegiarse una interpretación con-
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En suma, en esta sujeción del juez —particularmente del juez 
constitucional— a la Constitución y, por tanto, en su papel de garante 
de los principios y derechos fundamentales que sus normas 
sustancialmente establecen, así como de que todos y cada uno de los 
órganos del poder público se ajusten a sus respectivos límites, radica 
uno de los principales fundamentos que legitiman la función 
jurisdiccional en una democracia constitucional garantista.67 

En este marco, sin duda en México hay un nuevo paradigma en el 
desempeño de la función jurisdiccional electoral, pues al control juris-
diccional de legalidad de los actos comiciales encomendados a los Tri-
bunales Electorales anteriores a 1996, a partir de ésta fecha, se les otor-
gan adicionalmente facultades amplias de control jurisdiccional de la 
constitucionalidad de leyes, actos y resoluciones electorales, sean fede-
rales o estatales. 

Al respecto, Guillermo Ortiz Mayagoitia, afirma que a partir de 
1996, al Supremo Tribunal del país le toca desempeñar un papel signi-
ficativo en la materia electoral, y ello, en dos aspectos fundamentales: 
por un lado, decide aquellos casos en que existe contradicción entre las 
tesis sustentadas “en materia constitucional” por una Sala del Tribunal 
Electoral y alguna sostenida por las Salas o el Pleno de la Suprema 
Corte. Y por el otro, (artículo 105, fr. II) conoce de las acciones de in-
constitucionalidad que tienen por objeto plantear la posible contradic-
ción entre una norma electoral de carácter general, tanto federal como 
local, con la Constitución, fundamentalmente (aunque no únicamente) a 
petición de los partidos políticos.68 

Asimismo, el Tribunal Electoral del Poder Judicial tiene competen-
cia (arts. 41 fr. IV y 99 Const.; 3° LGSMI) para conocer y resolver, en 
forma definitiva e inatacable, sobre cuestiones no sólo de legalidad sino 
también de constitucionalidad de todos y cada uno de los actos y reso-
luciones de las autoridades electorales federales y locales, que puedan 
ser determinantes para el desarrollo del proceso electoral o el resultado 

                                            
forme con la Constitución que atienda al sistema de distribución de competencias 
entre órganos jurisdiccionales federales y locales, de tal manera que mientras no im-
plique una denegación de justicia, se permita agotar los medios de impugnación ante 
tribunales locales electorales, antes de acudir a alguno de los de naturaleza constitu-
cional que conoce el propio Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
67 Ibidem, p. 158; ATIENZA, M., y Luigi FERRAJOLI, Jurisdicción y Argumentación en 
el Estado Constitucional de Derecho, México, UNAM, 2005, pp. 87-108; 
CARBONELL, Miguel (ed.), Neoconstitucionalismo (s), México, UNAM-Trotta, 2003. 
68 MAYAGOITIA ORTIZ, G.I, op. cit., nota 57, p. 326. 
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final de las elecciones e, incluso, de actos definitivos e irreparables de 
los partidos políticos. 

Es incuestionable que el papel que han tenido a lo largo de estos 
nueve años, la Suprema Corte y el Tribunal Electoral, en materia de 
justicia constitucional electoral, representa un punto de inflexión en la 
función de interpretación normativa constitucional, pues no obstante 
que durante estos años no se ha dado otra reforma legislativa, de la 
trascendencia de la de 1996 —aunque ha habido tres que ya señala-
mos—, sin embargo, la interpretación y aplicación “conforme”, que 
dichos órganos han venido haciendo y desarrollando, no sólo como 
fuente de certeza y seguridad jurídica, sino también de integración di-
námica de los ordenamientos electorales vigentes, ha permitido avanzar 
en el fortalecimiento y recreación de nuestro Derecho Electoral, me-
diante el establecimiento de criterios relevantes y jurisprudencias. 

En relación a la Suprema Corte, apunta Orozco Henríquez, que ha 
jugado un papel fundamental en la denominada transición democrática, 
toda vez que al ser un garante de la regularidad constitucional se ha 
erigido en un factor de estabilidad social y seguridad jurídica avanzan-
do hacia un estadío en el que las normas constitucionales rigen el pro-
ceso político —auténtica Constitución normativa—, y en la construc-
ción de un nuevo orden constitucional.69 Ejemplos de esta nueva forma 
o método en el quehacer jurisdiccional de control de la constitucionali-
dad por la Suprema Corte, son los muy importantes criterios sostenidos 
en las múltiples acciones de inconstitucionalidad, de los cuales desta-
can por sus efectos: 
 
a) Los ordenamientos electorales deben acatar y respetar los principios 

de autonomía en la interpretación y funcionamiento de las autorida-
des electorales y de independencia en sus decisiones. (Acciones de 
inconstitucionalidad 3/2005 y 26/2001). 

b) Principios de definitividad e inmodificabilidad de las sentencias del 
Tribunal Electoral. (La Corte, en la ejecutoria que genera este ex-
pediente, afirma no entra al análisis del fallo del Tribunal Electoral, 
pues dice, debe respetarlo conforme al artículo 99, ya que esas reso-
luciones son definitivas e inatacables también para ella. (Acción de 
inconstitucionalidad 18/2001 y 20/2001).70 

                                            
69 OROZCO HENRÍQUEZ, J. J., op. cit., nota 60, p. 163. 
70 Estas ejecutorias se originan en el conocido “Conflicto Yucatán”, de la mayor com-
plejidad técnico-jurídica y con alta tensión política entre los actores. La Sala Superior 
del TEPJF declaró parcialmente fundado el juicio de Revisión Constitucional Electo-
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En relación al Tribunal Electoral, cabe enfatizar que algunos de los 

criterios más representativos de esa concepción garantista, en relación a 
temas claves en materia electoral, cuya identificación y puntual clasifi-
cación establece Orozco Henríquez,71 en precedentes orientados a: 

 
a) Garantizar el derecho de una impartición de justicia electoral acce-

sible, completa y efectiva.  
b) Una protección amplia y expansiva de los derechos político-

electorales del ciudadano, favoreciendo interpretaciones de las 
normas que potencien el alcance y disfrute de tales derechos.  

c) Asegurar el fortalecimiento democrático del Sistema de Partidos 
Políticos. 

d)  Promover y garantizar la Democracia interna de los Partidos Políti-
cos, conforme a principios y procedimientos democráticos exigidos 
constitucionalmente.  

e) Garantizar a los ciudadanos que conforman  los pueblos y comuni-
dades indígenas, un efectivo acceso a la jurisdicción, para controlar 
la regularidad de comicios bajo el sistema tradicional de usos y cos-
tumbres indígenas.  

f) Establecer que, conforme a un criterio garantista, los principios 
contenidos y desarrollados por el ius puniendi, en términos genera-
les y en función de su pertinencia, son aplicables al derecho admi-
nistrativo sancionador electoral.72 

                                            
ral, promovido por partidos políticos, y determina la revocación del Decreto 286 del 
Congreso de Yucatán que autoriza la ratificación por un periodo ordinario electoral 
más en el cargo a los consejeros ciudadanos del Consejo Electoral.  Hasta después de 
ocho meses de conflicto legal y político —con trámite de incidente de inejecución— 
se cumplió la sentencia del Tribunal Electoral, no sin que antes la Suprema Corte, al 
resolver una acción de inconstitucionalidad interpuesta por el PAN, declarará la inva-
lidez del Decreto 412 (por el que se había pretendido fusionar el Consejo designado por 
el Congreso de Yucatán con el insaculado por el TEPJF) ordenando al Consejo deri-
vado de dicho Decreto, que cesara en sus funciones y entregara todo al Consejo insa-
culado por el TEPJF, requiriendo a todas las autoridades estatales involucradas que 
procedieran a cumplir dicha resolución. 
71 OROZCO HENRÍQUEZ, José de Jesús, op. cit., nota 60, pp. 172-202. 
72 AGGIS BITAR, Fernando, Panorama Retrospectivo de Quejas Genéricas en los 
Procesos Electorales 1997-2004, México, IFE, pp. 3-4. Analiza los principios o crite-
rios rectores más relevantes que ha venido aplicando el Instituto Federal Electoral 
(conforme al Tribunal Electoral), en los procedimientos  y resoluciones de su compe-
tencia. 
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g) Garantizar el control efectivo de la regularidad constitucional y 
legal en materia electoral, para lo cual, el Tribunal Electoral realiza 
la interpretación de la ley a la luz de la Constitución, aplicando re-
glas y principios constitucionales que son fundamentales a la demo-
cracia, para restablecer el orden constitucional violado.73   

 
En ese contexto, tienen particular relevancia los precedentes siguientes: 

 
• En primer lugar, uno que a decir de algunos estudiosos ha gene-

rado un vacío jurídico a partir de la resolución de la Suprema 
Corte, de fecha 23 de mayo del 2002, en el procedimiento de 
contradicción de tesis 2/2000.PI, que tomó como base un proce-
so por inconstitucionalidad de varios artículos de la Ley Electo-
ral del Estado de Quintana Roo, y una resolución dictada por el 
TEPJF, en el juicio de revisión constitucional 209/99 sobre la 
interpretación del artículo 54 constitucional.  En resumen, la Cor-
te resolvió que “el Tribunal Electoral carece de facultades para 
declarar la inconstitucionalidad de una ley”; “no puede hacer 
una diferencia entre la invalidez e inconstitucionalidad de una 
norma y la inaplicabilidad de la misma”, dado que ello única-
mente compete a la Corte, cuya jurisprudencia debe acatar el 
Tribunal.  También ratifica que a ésta compete declarar la no 
conformidad de una ley con la Constitución, siendo la acción de 
inconstitucionalidad la única vía establecida para tal efecto.74  

                                            
73 OROZCO HENRÍQUEZ, J. J., op. cit., nota 60,  p. 198. 
74 COSSÍO DÍAZ, J. Ramón, “El indebido monopolio constitucional-electoral de la Suprema 
Corte de Justicia”, Este País, octubre 2002. Controvierte la posición de la Corte, pre-
cisando que ésta en su resolución menciona textualmente: “[…] debe señalarse que no 
existe duda alguno para esta Suprema corte de que el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial, tiene la elevada encomienda constitucional de salvaguardar el respeto a la 
Constitución en relación con actos y resoluciones en materia electoral; pero tampoco 
existe duda de que precisamente por su alto encargo debe actuar rigurosamente dentro 
de las facultades que la propia Constitución atribuye, entre los cuales no está la relati-
va al examen de la constitucionalidad de leyes electorales”.  Y, José Ramón Cossío da 
razones técnicas para cuestionar dicha tesis de la Corte: “1° ¿Qué sentido tendría el 
párrafo quinto del artículo 99 de la Constitución que a la letra dice: “Cuando una Sala 
del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre inconstitucionalidad de algún acto o 
resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y dicha tesis 
pueda ser contradictoria con una sostenida por las Salas o el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia […]” si el Tribunal Electoral no puede determinar que la ley en que 
se base el acto o resolución deviene inaplicable sin por supuesto pronunciarse sobre 
su inconstitucionalidad? y 2° ¿Cómo se podrá corregir una situación concreta, acto o 
resolución, que, teniendo un fundamento legal, deriva de una norma abierta, clara, 
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• Otro muy relevante, referido a la conculcación de los principios 
constitucionales rectores o bien, a la indebida intervención de 
una autoridad gubernamental para favorecer a un partido, equi-
valen a una violación sustancial que puede ser determinante pa-
ra el resultado de la elección y dar lugar a decretar la nulidad de 
la misma, como ocurrió con la elección municipal de Sta. Cata-
rina, S.L.P. —1997—, gobernador de Tabasco —2000—, mu-
nicipal de Cd. Juárez —2001—, y gobernador de Colima        
—2003—. 

• Establecimiento por la legislación, de la obligación de suspen-
der publicidad de programas y acciones de gobierno y la prohi-
bición de entrega de beneficios por las autoridades, durante un 
periodo previo a la elección, es acorde y salvaguarda los princi-
pios de equidad y libertad del voto.75 

 
 

IV. CONCLUSIÓN 
 
A manera de conclusión, podemos afirmar sin duda alguna, que a casi 
dos décadas de existencia de órganos especializados de justicia electo-
ral y a diez años bajo su forma actual, se observa una efectiva consoli-
dación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, como 
la institución más acreditada y reconocida en impartición de justicia 
electoral, que ha ido creando gradualmente condiciones materiales, 
rutinas procedímentales y el fortalecimiento de su legitimidad, median-
te resoluciones imparciales que han ido captando la confianza de los 
actores políticos y de la sociedad en su conjunto. 

El Tribunal Electoral ha influido en la elevación de los estándares de 
calidad y profesionalización en las estructuras de la autoridad federal y 
locales, así como de los órganos partidistas. De ahí que éstos, en sus 
estrategias político electorales, cada día privilegian más la vía jurisdic-
cional, para dirimir sus diferendos en los procesos estatales y federales. 

                                            
indubitablemente inconstitucional convenida por las fuerzas políticas y que no se 
sometió al escrutinio de la Suprema Corte en su oportunidad si el Tribunal Electoral 
no puede pronunciarse sobre ello? “Valdría la pena que las SCJN revisara el criterio 
de jurisprudencia que fijó, ya que con él abrió un vacío jurisdiccional que en sus efec-
tos puede equivaler a conducir al estado de indefensión a los partidos políticos y a los 
ciudadanos. 
75 OROZCO HENRÍQUEZ, J. Jesús, op. cit., nota 60, pp. 164-202. 
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La función pública y máxima responsabilidad que la Constitución y 
su legislación reglamentaria le han conferido al Tribunal Electoral, en 
lo que ya se identifica como una plena judicialización del contencioso-
electoral, son prueba clara del creciente rol que la justicia electoral 
asume en el sistema político mexicano, lo que da mayor viabilidad, 
confianza y calidad a la democracia en México. 




